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TEMA 2 
LAS CORTES GENERALES: COMPOSICIÓN, 
ATRIBUCIONES Y FUNCIONAMIENTO. EL 
DEFENSOR DEL PUEBLO. EL PODER JUDICIAL. 
EL CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL. 
EL TRIBUNAL SUPREMO. LA ORGANIZACIÓN 
JUDICIAL ESPAÑOLA. 
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1. Título III: De las Cortes Generales 

1.1. Capítulo primero: De las Cámaras 

Artículo 66 

1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el Senado. 

2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la acción 
del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución. 

3. Las Cortes Generales son inviolables. 

Artículo 67 

1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de Comunidad 
Autónoma con la de Diputado al Congreso. 

2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo. 

3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las Cámaras, y no 
podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios. 

Artículo 68 

1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio universal, libre, 
igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley. 

2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada una de 
ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación mínima inicial a 
cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población. 

3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional. 

4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su elección 
o el día de la disolución de la Cámara. 

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. 

La ley reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera 
del territorio de España. 

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El Congreso 
electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las elecciones. 

Artículo 69 

1. El Senado es la Cámara de representación territorial. 

2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los votantes 
de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica. 

3. En las provincias insulares, cada isla o agrupación de ellas, con Cabildo o Consejo Insular, constituirá una 
circunscripción a efectos de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores Gran 
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Canaria, Mallorca y Tenerife  y uno a cada una de las siguientes islas o agrupaciones: Ibiza-Formentera, Menorca, 
Fuerteventura, Gomera, Hierro, Lanzarote y La Palma. 

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores. 

5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de su 
respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano colegiado 
superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que asegurarán, en todo caso, 
la adecuada representación proporcional. 

6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su elección o 
el día de la disolución de la Cámara. 

Artículo 70 

1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores, que 
comprenderán, en todo caso: 

a) A los componentes del Tribunal Constitucional. 

b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los miembros del 
Gobierno. 

c) Al Defensor del Pueblo. 

d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo. 

e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo. 

f) A los miembros de las Juntas Electorales. 

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control judicial, en 
los términos que establezca la ley electoral. 

Artículo 71 

1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones. 

2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo podrán ser 
detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara 
respectiva. 

3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras. 

Artículo 72 

1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común 
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán sometidos a 
una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta. 

2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas 
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales aprobado 
por mayoría absoluta de cada Cámara. 

3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y facultades 
de policía en el interior de sus respectivas sedes. 
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Artículo 73 

1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a diciembre, 
y el segundo, de febrero a junio. 

2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o 
de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones extraordinarias deberán 
convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste haya sido agotado. 

Artículo 74 

1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II atribuye 
expresamente a las Cortes Generales. 

2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por mayoría 
de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los otros dos, por 
el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará obtener por una Comisión 
Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión presentará un texto que será votado por 
ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el Congreso por mayoría absoluta. 

Artículo 75 

1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones. 

2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o 
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de cualquier 
proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación. 

3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones 
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado. 

Artículo 76 

1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de 
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los Tribunales, ni 
afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea comunicado al Ministerio 
Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas. 

2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan imponerse 
por incumplimiento de esta obligación. 

Artículo 77 

1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida la 
presentación directa por manifestaciones ciudadanas. 

2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse sobre 
su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan. 

Artículo 78 

1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que 
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica. 

2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como 
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo con 
los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de velar por 
los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas. 
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3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus funciones 
hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales. 

4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus 
decisiones. 

Artículo 79 

1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la mayoría de 
sus miembros. 

2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin perjuicio 
de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para elección de personas 
establezcan los Reglamentos de las Cámaras. 

3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable. 

Artículo 80 

Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado por 
mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento. 

2. TÍTULO V: De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales. 

Artículo 108 

El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados. 

Artículo 109 

Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, la información y ayuda que 
precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las Comunidades 
Autónomas. 

Artículo 110 

1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno. 

2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus Comisiones y la facultad de 
hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las mismas funcionarios de sus Departamentos. 

Artículo 111 

1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le formulen en 
las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal. 

2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición. 

Artículo 112 

El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso de los 
Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La confianza se 
entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados. 
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Artículo 113 

1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción por mayoría 
absoluta de la moción de censura. 

2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de incluir un 
candidato a la Presidencia del Gobierno. 

3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los dos 
primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas. 

4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra durante el 
mismo período de sesiones. 

Artículo 114 

1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a continuación a 
la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99. 

2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato incluido en 
aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo 99. El Rey le nombrará 
Presidente del Gobierno. 

Artículo 115 

1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva responsabilidad, podrá 
proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, que será decretada por el Rey. El decreto 
de disolución fijará la fecha de las elecciones. 

2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción de censura. 

3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el artículo 
99, apartado 5. 

Artículo 116 

1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones 
correspondientes. 

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por un 
plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al efecto y sin 
cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito territorial a que se extienden 
los efectos de la declaración. 

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, previa 
autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción deberá determinar 
expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración, que no podrá exceder de 
treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos. 

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta exclusiva del 
Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones. 

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados comprendidos 
en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren en período de sesiones. 
Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no podrán interrumpirse durante la 
vigencia de estos estados. 
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Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de 
dichos estados, las competencias del Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente. 

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de responsabilidad del 
Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes. 

3. El Defensor del pueblo. 

Artículo 54 de la Constitución Española. 

Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes Generales, 
designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la 
actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. 

3.1. Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo. 

3.1.1. Carácter y elección 

Artículo primero. 

El Defensor del Pueblo es el alto comisionado de las Cortes Generales designado por éstas para la defensa de los 
derechos comprendidos en el Título I de la Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la 
Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. Ejercerá las funciones que le encomienda la Constitución y la 
presente Ley. 

Artículo segundo. 

El Defensor del Pueblo será elegido por las Cortes Generales para un periodo de cinco años, y se dirigirá a las mismas 
a través de los Presidentes del Congreso y del senado, respectivamente. 

Se designará en las Cortes Generales una Comisión Mixta Congreso-Senado encargada de relacionarse con el 
Defensor del Pueblo e informar a los respectivos Plenos en cuantas ocasiones sea necesario. 

Dicha Comisión se reunirá cuando así lo acuerden conjuntamente el Presidente del Congreso y del Senado, y en todo 
caso, para proponer a los Plenos de las Cámaras el candidato o candidatos a Defensor del Pueblo. Los acuerdos de 
la Comisión se adoptarán por mayoría simple. 

Propuesto el candidato o candidatos, se convocará en término no inferior a diez días al Pleno del Congreso para que 
proceda a su elección. Será designado quien obtuviese una votación favorable de las tres quintas partes de los 
miembros del Congreso y posteriormente, en un plazo máximo de veinte días, fuese ratificado por esta misma mayoría 
del Senado. 

Caso de no alcanzarse las mencionadas mayorías, se procederá en nueva sesión de la Comisión, y en el plazo 
máximo de un mes, a formular sucesivas propuestas. En tales casos, una vez conseguida la mayoría de los tres quintos 
en el Congreso, la designación quedará realizada al alcanzarse la mayoría absoluta del Senado. 

Designado el Defensor del Pueblo se reunirá de nuevo la Comisión Mixta Congreso-Senado para otorgar su 
conformidad previa al nombramiento de los adjuntos que le sean propuestos por aquél. 

Artículo tercero. 

Podrá ser elegido Defensor del Pueblo cualquier español mayor de edad que se encuentre en el pleno disfrute de sus 
derechos civiles y políticos. 
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Artículo cuarto. 

Los Presidentes del Congreso y del Senado acreditarán conjuntamente con sus firmas el nombramiento del Defensor 
del Pueblo que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado». 

El Defensor del Pueblo tomará posesión de su cargo ante las Mesas de ambas Cámaras reunidas conjuntamente, 
prestando juramento o promesa de fiel desempeño de su función. 

3.1.2. Cese y sustitución 

Artículo quinto. 

El Defensor del Pueblo cesará por alguna de las siguientes causas: 

Por renuncia. 

Por expiración del plazo de su nombramiento. 

Por muerte o por incapacidad sobrevenida. 

Por actuar con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo. 

Por haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso. 

La vacante en el cargo se declarará por el Presidente del Congreso en los casos de muerte, renuncia y expiración del 
plazo del mandato. En los demás casos se decidirá, por mayoría de las tres quintas partes de los componentes de 
cada Cámara, mediante debate y previa audiencia del interesado. 

Vacante el cargo se iniciará el procedimiento para el nombramiento de nuevo Defensor del Pueblo en plazo no superior 
a un mes. 

En los casos de muerte, cese o incapacidad temporal o definitiva del Defensor del Pueblo y en tanto no procedan las 
Cortes Generales a una nueva designación desempeñarán sus funciones, interinamente, en su propio orden, los 
Adjuntos al Defensor del Pueblo. 

Artículo sexto. 

El Defensor del Pueblo no estará sujeto a mandato imperativo alguno. No recibirá instrucciones de ninguna Autoridad. 
Desempeñará sus funciones con autonomía y según su criterio. 

El Defensor del Pueblo gozará de inviolabilidad. No podrá ser detenido, expedientado, multado, perseguido o juzgado 
en razón a las opiniones que formule o a los actos que realice en el ejercicio de las competencias propias de su cargo. 

En los demás casos, y mientras permanezca en el ejercicio de sus funciones, el Defensor del Pueblo no podrá ser 
detenido ni retenido sino en caso de flagrante delito, correspondiendo la decisión sobre su inculpación, prisión, 
procesamiento y juicio exclusivamente a la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

Las anteriores reglas serán aplicables a los Adjuntos del Defensor del Pueblo en el cumplimiento de sus funciones. 

Artículo séptimo. 

Uno. La condición de Defensor del Pueblo es incompatible con todo mandato representativo; con todo cargo político o 
actividad de propaganda política; con la permanencia en el servicio activo de cualquier Administración pública; con la 
afiliación a un partido político o el desempeño de funciones directivas en un partido político o en un sindicato, asociación 
o fundación, y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con cualquier 
actividad profesional, liberal, mercantil o laboral. 
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El Defensor del Pueblo deberá cesar, dentro de los diez días siguientes a su nombramiento y antes de tomar posesión, 
en toda situación de incompatibilidad que pudiera afectarle, entendiéndose en caso contrario que no acepta el 
nombramiento. 

Si la incompatibilidad fuere sobrevenida una vez posesionado del cargo, se entenderá que renuncia al mismo en la 
fecha en que aquélla se hubiere producido. 

3.1.3.  Iniciación y contenido de la investigación 

Artículo noveno. 

El Defensor del Pueblo podrá iniciar y proseguir de oficio o a petición de parte, cualquier investigación conducente al 
esclarecimiento de los actos y resoluciones de la Administración pública y sus agentes, en relación con los ciudadanos, 
a la luz de lo dispuesto en el artículo ciento tres, uno, de la Constitución, y el respeto debido a los Derechos 
proclamados en su Título primero. 

Las atribuciones del Defensor del Pueblo se extienden a la actividad de los ministros, autoridades administrativas, 
funcionarios y cualquier persona que actúe al servicio de las Administraciones públicas. 

Artículo diez. 

Podrá dirigirse al Defensor del Pueblo toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, sin restricción 
alguna. No podrán constituir impedimento para ello la nacionalidad, residencia, sexo, minoría de edad, la incapacidad 
legal del sujeto, el internamiento en un centro penitenciario o de reclusión o, en general, cualquier relación especial de 
sujeción o dependencia de una Administración o Poder público. 

Los Diputados y Senadores individualmente, las comisiones de investigación o relacionadas con la defensa general o 
parcial de los derechos y libertades públicas y, principalmente, la Comisión Mixta Congreso-Senado de relaciones con 
el Defensor del Pueblo podrán solicitar, mediante escrito motivado, la intervención del Defensor del Pueblo para la 
investigación o esclarecimiento de actos, resoluciones y conductas concretas producidas en las Administraciones 
públicas, que afecten a un ciudadano o grupo de ciudadanos, en el ámbito de sus competencias. 

No podrá presentar quejas ante el Defensor del Pueblo ninguna autoridad administrativa en asuntos de su 
competencia. 

Artículo once. 

La actividad del Defensor del Pueblo no se verá interrumpida en los casos en que las Cortes Generales no se 
encuentren reunidas, hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato. 

En las situaciones previstas en el apartado anterior, el Defensor del Pueblo se dirigirá a las Diputaciones Permanentes 
de las Cámaras. 

Tres. La declaración de los estados de excepción o de sitio no interrumpirán la actividad del Defensor del Pueblo, ni el 
derecho de los ciudadanos de acceder al mismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo cincuenta y cinco de la 
Constitución. 

3.1.4. Ámbito de competencias 

Artículo doce. 

El Defensor del Pueblo podrá, en todo caso, de oficio o a instancia de parte, supervisar por sí mismo la actividad de la 
Comunidad Autónoma en el ámbito de competencias definido por esta Ley. 

A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, los órganos similares de las Comunidades Autónomas coordinarán 
sus funciones con las del Defensor del Pueblo y éste podrá solicitar su cooperación. 
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Artículo trece. 

Cuando el Defensor del Pueblo reciba quejas referidas al funcionamiento de la Administración de Justicia, deberá 
dirigirlas al Ministerio Fiscal para que éste investigue su realidad y adopte las medidas oportunas con arreglo a la ley, 
o bien dé traslado de las mismas al Consejo General del Poder Judicial, según el tipo de reclamación de que se trate; 
todo ello sin perjuicio de la referencia que en su informe general a las Cortes Generales pueda hacer al tema. 

Artículo catorce. 

El Defensor del Pueblo velará por el respeto de los derechos proclamados en el título primero de la Constitución en el 
ámbito de la Administración Militar, sin que ella pueda entrañar una interferencia en el mando de la Defensa Nacional. 

3.1.5. Tramitación de las quejas 

Artículo quince. 

Toda queja se presentará firmada por el interesado, con indicación de su nombre, apellidos y domicilio, en escrito 
razonado en papel común y en el plazo máximo de un año, contado a partir del momento en que tuviera conocimiento 
de los hechos objeto de la misma. 

Todas las actuaciones del Defensor del Pueblo son gratuitas para el interesado y no será preceptiva la asistencia de 
Letrado ni de Procurador. De toda queja se acusará recibo. 

Artículo dieciséis. 

La correspondencia dirigida al Defensor del Pueblo y que sea remitida desde cualquier centro de detención, 
internamiento o custodia de las personas no podrá ser objeto de censura de ningún tipo. 

Tampoco podrán ser objeto de escucha o interferencia las conversaciones que se produzcan entre el Defensor del 
Pueblo o sus delegados y cualquier otra persona de las enumeradas en el apartado anterior. 

Artículo diecisiete. 

El Defensor del Pueblo registrará y acusará recibo de las quejas que se formulen, que tramitará o rechazará. En este 
último caso lo hará en escrito motivado pudiendo informar al interesado sobre las vías más oportunas para ejercitar su 
acción, caso de que a su entender hubiese alguna y sin perjuicio de que el interesado pueda utilizar las que considere 
más pertinentes. 

El Defensor del Pueblo no entrará en el examen individual de aquellas quejas sobre las que esté pendiente resolución 
judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiere por persona interesada demanda o recurso ante las 
Tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional. Ello no impedirá, sin embargo, la investigación sobre los problemas 
generales planteados en las quejas presentadas. En cualquier caso velará por que la Administración resuelva 
expresamente, en tiempo y forma, las peticiones y recursos que le hayan sido formulados. 

El Defensor del Pueblo rechazará las quejas anónimas y podrá rechazar aquellas en las que advierta mala fe, carencia 
de fundamento, inexistencia de pretensión, así como aquellas otras cuya tramitación irrogue perjuicio al legítimo 
derecho de tercera persona. Sus decisiones no serán susceptibles de recurso. 

Artículo dieciocho. 

Admitida la queja, el Defensor del Pueblo promoverá la oportuna investigación sumaria e informal para el 
esclarecimiento de los supuestos de la misma. En todo caso dará cuenta del contenido sustancial de la solicitud al 
Organismo o a la Dependencia administrativa procedente con el fin de que por su Jefe en el plazo máximo de quince 
días, se remita informe escrito. Tal plazo será ampliable cuando concurran circunstancias que lo aconsejen a juicio del 
Defensor del Pueblo. 
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La negativa o negligencia del funcionario o de sus superiores responsables al envío del informe inicial solicitado podrá 
ser considerada por el Defensor del Pueblo como hostil y entorpecedora de sus funciones, haciéndola pública de 
inmediato y destacando tal calificación en su informe anual o especial, en su caso, a las Cortes Generales. 

3.1.6. Contenido de las resoluciones 

Artículo veintiocho. 

El Defensor del Pueblo, aun no siendo competente para modificar o anular los actos y resoluciones de la Administración 
Pública, podrá, sin embargo, sugerir la modificación de los criterios utilizados para la producción de aquéllos. 

Si como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento riguroso de la norma 
puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los administrados, podrá sugerir al órgano legislativo 
competente o a la Administración la modificación de la misma. 

Si las actuaciones se hubiesen realizado con ocasión de servicios prestados por particulares en virtud de acto 
administrativo habilitante, el Defensor del Pueblo podrá instar de las autoridades administrativas competentes el 
ejercicio de sus potestades de inspección y sanción. 

Artículo veintinueve. 

El Defensor del Pueblo está legitimado para interponer los recursos de inconstitucionalidad y de amparo, de acuerdo 
con lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 

Artículo treinta. 

El Defensor del Pueblo, con ocasión de sus investigaciones, podrá formular a las autoridades y funcionarios de las 
Administraciones Públicas advertencias, recomendaciones, recordatorios de sus deberes legales y sugerencias para 
la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las autoridades y los funcionarios vendrán obligados a responder 
por escrito en término no superior al de un mes. 

3.1.7. Informe a las Cortes 

Artículo treinta y dos. 

El Defensor del Pueblo dará cuenta anualmente a las Cortes Generales de la gestión realizada en un informe que 
presentará ante las mismas cuando se hallen reunidas en periodo ordinario de sesiones. 

Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe extraordinario que dirigirá a las 
Diputaciones Permanentes de las Cámaras si éstas no se encontraran reunidas. 

Los informes anuales y, en su caso los extraordinarios, serán publicados. 

Artículo treinta y tres. 

El Defensor del Pueblo en su informe anual dará cuenta del número y tipo de quejas presentadas; de aquellas que 
hubiesen sido rechazadas y sus causas, así como de las que fueron objeto de investigación y el resultado de las 
mismas, con especificación de las sugerencias o recomendaciones admitidas por las Administraciones Públicas. 

En el informe no constarán datos personales que permitan la pública identificación de los interesados en el 
procedimiento investigador, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo veinticuatro punto uno. 

El informe contendrá igualmente un anexo, cuyo destinatario serán las Cortes Generales, en el que se hará constar la 
liquidación del presupuesto de la institución en el periodo que corresponda. 

Un resumen del informe será expuesto oralmente por el Defensor del Pueblo ante los Plenos de ambas Cámaras, 
pudiendo intervenir los grupos parlamentarios a efectos de fijar su postura. 
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4. TÍTULO VI: Del Poder Judicial 

Artículo 117 

1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del poder 
judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley. 

2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna de las 
causas y con las garantías previstas en la ley. 

3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, 
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de 
competencia y procedimiento que las mismas establezcan. 

4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que 
expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho. 

5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La ley regulará 
el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de estado de sitio, de 
acuerdo con los principios de la Constitución. 

6. Se prohíben los Tribunales de excepción. 

Artículo 118 

Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la 
colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto. 

Artículo 119 

La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de 
recursos para litigar. 

Artículo 120 

1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento. 

2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal. 

3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública. 

Artículo 121 

Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la 
Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley. 

Artículo 122 

1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y 
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo único, y del 
personal al servicio de la Administración de Justicia. 

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su estatuto 
y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de nombramientos, 
ascensos, inspección y régimen disciplinario. 
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3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y 
por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre Jueces y Magistrados 
de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de 
los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus 
miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de 
ejercicio en su profesión. 

Artículo 123 

1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, 
salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales. 

2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, 
en la forma que determine la ley. 

Artículo 124 

1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión promover la 
acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la 
ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante 
éstos la satisfacción del interés social. 

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad de 
actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad. 

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal. 

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General del 
Poder Judicial. 

Artículo 125 

Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la institución 
del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como en los Tribunales 
consuetudinarios y tradicionales. 

Artículo 126 

La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación 
del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley establezca. 

Artículo 127 

1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros cargos 
públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de asociación 
profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales. 

2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá asegurar la total 
independencia de los mismos. 

5. Consejo General del Poder Judicial 

Recordando el artículo 122 de la Constitución Española anteriormente desarrollado, sobre el Consejo General del 
Poder Judicial: 
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1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y 
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo único, y del 
personal al servicio de la Administración de Justicia. 

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su estatuto 
y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de nombramientos, 
ascensos, inspección y régimen disciplinario. 

3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y 
por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre Jueces y Magistrados 
de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de 
los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus 
miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de 
ejercicio en su profesión. 

5.1. Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 

5.1.1. De los Vocales del Consejo General del Poder Judicial. Designación y sustitución de los 

Vocales 

Artículo 566. 

El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por 
veinte Vocales, de los cuales doce serán Jueces o Magistrados en servicio activo en la carrera judicial y ocho juristas 
de reconocida competencia. 

Artículo 567. 

1. Los veinte Vocales del Consejo General del Poder Judicial serán designados por las Cortes Generales del modo 
establecido en la Constitución y en la presente Ley Orgánica, atendiendo al principio de presencia paritaria entre 
hombres y mujeres. 

2. Cada una de las Cámaras elegirá, por mayoría de tres quintos de sus miembros, a diez Vocales, cuatro entre juristas 
de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio en su profesión y seis correspondientes al turno 
judicial, conforme a lo previsto en el Capítulo II del presente Título. 

3. Podrán ser elegidos por el turno de juristas aquellos Jueces o Magistrados que no se encuentren en servicio activo 
en la carrera judicial y que cuenten con más de quince años de experiencia profesional, teniendo en cuenta para ello 
tanto la antigüedad en la carrera judicial como los años de experiencia en otras profesiones jurídicas. Quien, deseando 
presentar su candidatura para ser designado Vocal, ocupare cargo incompatible con aquél según la legislación vigente, 
se comprometerá a formalizar su renuncia al mencionado cargo si resultare elegido. 

4. Las Cámaras designarán, asimismo, tres suplentes para cada uno de los turnos por los que se puede acceder a la 
designación como Vocal, fijándose el orden por el que deba procederse en caso de sustitución. 

5. En ningún caso podrá recaer la designación de Vocales del Consejo General del Poder Judicial en Vocales del 
Consejo saliente. 

6. El cómputo de los plazos en los procedimientos de designación de Vocales del Consejo General del Poder Judicial 
y de elección del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, así como del 
Vicepresidente del Tribunal Supremo, se realizará por días hábiles cuando el plazo se señale por días, empezando a 
computarse desde el día siguiente, y de fecha a fecha cuando se fije en meses o años. Cuando en el mes del 
vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo se entenderá que el plazo expira el último del mes. 
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Artículo 568. 

1. El Consejo General del Poder Judicial se renovará en su totalidad cada cinco años, contados desde la fecha de su 
constitución. Los Presidentes del Congreso de los Diputados y del Senado deberán adoptar las medidas necesarias 
para que la renovación del Consejo se produzca en plazo. 

2. A tal efecto, y a fin de que las Cámaras puedan dar comienzo al proceso de renovación del Consejo, cuatro meses 
antes de la expiración del mencionado plazo, el Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder 
Judicial dispondrá: 

a) la remisión a los Presidentes del Congreso de los Diputados y del Senado de los datos del escalafón y del Registro 
de Asociaciones judiciales obrantes en dicha fecha en el Consejo. 

b) la apertura del plazo de presentación de candidaturas para la designación de los Vocales correspondientes al turno 
judicial. 

El Presidente del Tribunal Supremo dará cuenta al Pleno del Consejo General del Poder Judicial de los referidos actos 
en la primera sesión ordinaria que se celebre tras su realización. 

Artículo 569. 

1. Los Vocales del Consejo General del Poder Judicial serán nombrados por el Rey mediante Real Decreto, tomarán 
posesión de su cargo prestando juramento o promesa ante el Rey y celebrarán a continuación su sesión constitutiva. 

2. La toma de posesión y la sesión constitutiva tendrán lugar dentro de los cinco días posteriores a la expiración del 
anterior Consejo, salvo en el supuesto previsto en el artículo 570.2 de esta Ley Orgánica. 

5.1.2. Del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial y del 

Vicepresidente del Tribunal Supremo 

Artículo 585. 

El Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial es la primera autoridad judicial de la 
Nación y ostenta la representación del Poder Judicial y del órgano de gobierno del mismo, correspondiéndole el 
tratamiento y los honores inherentes a tal condición. 

Artículo 586. 

1. Para ser elegido Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, será necesario ser 
miembro de la carrera judicial con la categoría de Magistrado del Tribunal Supremo y reunir las condiciones exigidas 
para ser Presidente de Sala del mismo, o bien ser un jurista de reconocida competencia con más de veinticinco años 
de antigüedad en el ejercicio de su profesión. 

Artículo 589. 

1. En el primer Pleno ordinario del Consejo General del Poder Judicial posterior a la elección del Presidente del Tribunal 
Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, se deberá elegir al Vicepresidente del Tribunal Supremo. 

2. El Vicepresidente del Tribunal Supremo será nombrado, por mayoría absoluta, por el Pleno del Consejo General del 
Poder Judicial, a propuesta del Presidente. Para figurar en la propuesta será preciso tener la categoría de Magistrado 
del Tribunal Supremo, estar en servicio activo y reunir los requisitos para ser Presidente de Sala del mismo. 

3. La propuesta realizada por el Presidente del Tribunal Supremo deberá comunicarse a los Vocales al menos con 
siete días de antelación, y se hará pública. 

4. De no alcanzarse mayoría absoluta en la votación, el Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del 
Poder Judicial deberá efectuar una nueva propuesta de Vicepresidente. 
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5. El Vicepresidente del Tribunal Supremo podrá ser cesado por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial por 
causa justificada, con el voto favorable de tres quintos de los miembros del Pleno. 

Artículo 598. 

Corresponde a la Presidencia del Consejo General del Poder Judicial: 

1.ª Ostentar la representación del Consejo General del Poder Judicial. 

2.ª Convocar y presidir las sesiones del Pleno y de la Comisión Permanente, decidiendo los empates con voto de 
calidad. 

3.ª Fijar el orden del día de las sesiones del Pleno y de la Comisión Permanente. 

4.ª Proponer al Pleno y a la Comisión Permanente las cuestiones que estime oportunas en materia de la competencia 
de éstos. 

5.ª Proponer el nombramiento de ponencias para preparar la resolución o despacho de un asunto. 

6.ª Autorizar con su firma los acuerdos del Pleno y de la Comisión Permanente. 

7.ª Ejercer la superior dirección de las actividades de los órganos técnicos del Consejo General del Poder Judicial. 

8.ª Dirigir la comunicación institucional. 

9.ª Realizar la propuesta del Magistrado, de las Salas Segunda o Tercera del Tribunal Supremo, competente para 
conocer de la autorización de las actividades del Centro Nacional de Inteligencia que afecten a los derechos 
fundamentales reconocidos en el artículo 18.2 y 3 de la Constitución, así como del Magistrado de dichas Salas del 
Tribunal Supremo que le sustituya en caso de vacancia, ausencia o imposibilidad. 

10.ª Nombrar y cesar al Director del Gabinete de la Presidencia y al Director de la Oficina de Comunicación, así como 
al personal eventual al servicio del Presidente. 

11.ª Proponer al Pleno el nombramiento del Vicepresidente del Tribunal Supremo, del Secretario General y del 
Vicesecretario General, así como, en los dos últimos casos, acordar su cese. 

12.ª Podrá encargar cometidos a vocales concretos o a grupos de trabajo siempre que este encargo no tenga carácter 
permanente ni indefinido. 

13.ª Las demás previstas en la presente Ley Orgánica. 

Artículo 598 bis. 

Cuando el Consejo General del Poder Judicial se encuentre en funciones, según lo previsto en el artículo 570.2, su 
Presidencia no podrá acordar el cese del Secretario General ni del Vicesecretario General del Consejo General del 
Poder Judicial. 

5.1.3. El Pleno 

Artículo 599. 

1. El Pleno conocerá de las siguientes materias: 

1.ª La propuesta de nombramiento, por mayoría de tres quintos, de los dos Magistrados del Tribunal Constitucional 
cuya designación corresponde al Consejo General del Poder Judicial, que tendrá que realizarse en el plazo máximo 
de tres meses a contar desde el día siguiente al vencimiento del mandato anterior. 



56 

2.ª La propuesta de nombramiento, en los términos previstos por esta Ley Orgánica, del Presidente del Tribunal 
Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, así como la emisión del informe previo sobre el nombramiento del 
Fiscal General del Estado. 

3.ª El nombramiento, en los términos previstos por esta Ley Orgánica, del Vicepresidente del Tribunal Supremo, del 
Secretario General y del Vicesecretario General del Consejo General del Poder Judicial. 

4.ª Todos los nombramientos o propuestas de nombramientos y promociones que impliquen algún margen de 
discrecionalidad o apreciación de méritos. 

5.ª La interposición del conflicto de atribuciones entre órganos constitucionales del Estado. 

6.ª La elección y nombramiento de los Vocales componentes de las diferentes Comisiones. 

7.ª El ejercicio de la potestad reglamentaria en los términos previstos en esta Ley. 

8.ª La aprobación del Presupuesto del Consejo General del Poder Judicial y la recepción de la rendición de cuentas 
de su ejecución. 

9.ª La aprobación de la Memoria anual. 

10.ª La resolución de aquellos expedientes disciplinarios en los que la propuesta de sanción consista en la separación 
de la carrera judicial. 

11.ª La resolución de los recursos de alzada interpuestos contra los acuerdos sancionadores de la Comisión 
Disciplinaria y los que se interpongan contra los de la Comisión Permanente. 

12.ª La aprobación de los informes sobre los anteproyectos de ley o de disposiciones generales que se sometan a su 
dictamen por el Gobierno o las Cámaras legislativas y las Comunidades Autónomas. 

13.ª Las demás que le atribuye esta Ley, las que no estén conferidas a otros órganos del Consejo y aquellos asuntos 
que, por razones excepcionales, acuerde recabar para sí. 

2. El Pleno designará un máximo de dos Vocales por cada Comunidad Autónoma para que, sin perjuicio de las 
competencias de los respectivos Tribunales Superiores de Justicia, sirvan de cauce de interlocución entre las 
instituciones y autoridades del territorio y el Consejo General del Poder Judicial. 

Artículo 600. 

1. El Pleno se reunirá en sesión ordinaria, a convocatoria del Presidente, una vez al mes. 

2. Deberá celebrarse sesión extraordinaria si lo considerare oportuno el Presidente o si lo solicitaren cinco Vocales, 
para el ejercicio de alguna de las competencias referidas en el artículo anterior. De igual forma, deberá celebrarse 
sesión extraordinaria si así fuese necesario para dar cumplimiento en plazo a alguna de las competencias atribuidas 
al Pleno. 

3. En la sesión en la que se tenga que proceder a la elección del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial será necesaria, para la válida constitución del Pleno, al menos la presencia de doce de sus 
miembros. 

4. En los demás casos, para la válida constitución del Pleno será siempre necesaria, como mínimo, la presencia de 
diez Vocales y el Presidente. 
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5.1.4. La Comisión Permanente 

Artículo 601. 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá anualmente a los Vocales de la Comisión Permanente. 

2. La Comisión Permanente estará compuesta por el Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder 
Judicial, que la presidirá, y otros siete Vocales: cuatro de los nombrados por el turno judicial y tres de los designados 
por el turno de juristas de reconocida competencia. Los Vocales de ambos turnos se renovarán anualmente a fin de 
que, salvo renuncia expresa, todos los Vocales formen parte de aquella, al menos durante un año, a lo largo del 
mandato del Consejo. 

3. El Consejo General del Poder Judicial determinará, en el Reglamento de Organización y Funcionamiento, los casos 
y la forma en que, por razones de transitoria imposibilidad o ausencia justificada a las sesiones de la Comisión 
Permanente, deba procederse a la sustitución de los Vocales titulares por otros Vocales, a fin de garantizar la correcta 
composición y el adecuado funcionamiento de dicha Comisión. 

Artículo 602. 

1. A la Comisión Permanente compete: 

a) Preparar las sesiones del Pleno de conformidad con el plan de trabajo y las directrices que este establezca. 

b) Velar por la exacta ejecución de los acuerdos del Pleno del Consejo. 

c) Decidir aquellos nombramientos de jueces y magistrados que, por tener carácter íntegramente reglado, no sean de 
la competencia del Pleno, acordar la jubilación forzosa por edad de los mismos y resolver sobre su situación 
administrativa. 

d) Informar, en todo caso, sobre los nombramientos de jueces y magistrados de la competencia del Pleno, que deberá 
fundarse en criterios objetivos y suficientemente valorados y detallados. Para la adecuada formación de los criterios 
de calificación de los jueces y magistrados, la Comisión podrá recabar información de los distintos órganos del Poder 
Judicial. 

e) Resolver sobre la concesión de licencias a los jueces y magistrados, en los casos previstos por la ley. 

f) Preparar los informes sobre los anteproyectos de ley o disposiciones generales que se hayan de someter a la 
aprobación del Pleno. 

g) Autorizar el escalafón de la Carrera Judicial. 

h) Ejercer cuantas competencias le sean delegadas por el Pleno o le fueren atribuidas por la ley. 

2. Los acuerdos de la Comisión Permanente son recurribles en alzada ante el Pleno. 

5.1.5. La Comisión Disciplinaria y el Promotor de la Acción Disciplinaria 

Artículo 603. 

1. El Pleno elegirá a los Vocales integrantes de la Comisión Disciplinaria, cuyo mandato, salvo las sustituciones que 
procedan, será de cinco años. 

2. La Comisión Disciplinaria estará compuesta por siete Vocales: cuatro del turno judicial y tres del turno de juristas de 
reconocida competencia. 

3. La Comisión Disciplinaria deberá actuar con la asistencia de todos sus componentes y bajo la presidencia del Vocal 
de origen judicial con mayor categoría y antigüedad. 
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4. En caso de transitoria imposibilidad o ausencia justificada de alguno de sus componentes, la Comisión Permanente 
procederá a su sustitución por otro Vocal de idéntica procedencia. 

Artículo 604. 

1. A la Comisión Disciplinaria compete resolver los expedientes disciplinarios incoados por infracciones graves y muy 
graves e imponer, en su caso, las sanciones que correspondan a Jueces y Magistrados, con la sola excepción de 
aquellos supuestos en que la sanción propuesta fuere de separación del servicio. 

2. Los acuerdos sancionadores de la Comisión Disciplinaria a los que se refiere el número anterior serán recurribles, 
en el plazo de un mes, en alzada ante el Pleno. 

3. La Comisión Disciplinaria conocerá igualmente de los recursos de alzada interpuestos contra las resoluciones 
sancionadoras de los órganos de gobierno interno de los Tribunales. 

Artículo 605. 

La recepción de quejas sobre el funcionamiento de los órganos judiciales, la recepción de denuncias, así como la 
iniciación e instrucción de expedientes disciplinarios y la presentación de los cargos ante la Comisión Disciplinaria 
corresponden al Promotor de la Acción Disciplinaria. 

5.1.6. La Comisión de Asuntos Económicos 

Artículo 609. 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá anualmente a los Vocales integrantes de la Comisión de 
Asuntos Económicos y, de entre ellos, designará a su Presidente. 

2. La Comisión de Asuntos Económicos estará integrada por tres Vocales. 

3. La Comisión de Asuntos Económicos deberá actuar con la asistencia de todos sus componentes. 

4. Corresponde a la Comisión de Asuntos Económicos la realización de estudios y proyectos de carácter económico y 
financiero que le sean encomendados por el Pleno del Consejo, el control de la actividad financiera y contable de la 
gerencia y aquellas otras que resulten necesarias para el correcto desempeño de las funciones del Consejo General 
del Poder Judicial en materia económica. 

5. Asimismo, la Comisión Permanente podrá delegar en la Comisión de Asuntos Económicos la elaboración del 
borrador de proyecto del presupuesto anual del Consejo, cuya aprobación corresponderá, en todo caso, a la Comisión 
Permanente antes de su elevación al Pleno. 

5.1.7. La Comisión de Igualdad 

Artículo 610. 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá anualmente, de entre sus Vocales, y atendiendo al principio 
de presencia equilibrada entre mujeres y hombres, a los componentes de la Comisión de Igualdad y designará, entre 
ellos, a su Presidente. 

2. La Comisión de Igualdad estará integrada por tres Vocales. 

3. La Comisión de Igualdad deberá actuar con la asistencia de todos sus componentes. En caso de transitoria 
imposibilidad o ausencia justificada de alguno de los miembros, se procederá a su sustitución por otro Vocal del 
Consejo General del Poder Judicial, preferentemente del mismo sexo, que será designado por la Comisión 
Permanente. 
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4. Corresponderá a la Comisión de Igualdad asesorar al Pleno sobre las medidas necesarias o convenientes para 
integrar activamente el principio de igualdad entre mujeres y hombres en el ejercicio de las atribuciones del Consejo 
General del Poder Judicial y, en particular, le corresponderá elaborar los informes previos sobre impacto de género de 
los Reglamentos y proponer medidas para mejorar los parámetros de igualdad en la carrera judicial. 

5. Asimismo corresponderá a la Comisión de Igualdad el estudio y seguimiento de la respuesta judicial en materia de 
violencia doméstica y de género, sirviéndose para ello del Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género o 
de cualquier otro instrumento que se pueda establecer a estos efectos. 

5.1.8. Del régimen de los actos del Consejo General del Poder Judicial 

Artículo 629. 

Las deliberaciones de los órganos del Consejo General del Poder Judicial tendrán carácter reservado, debiendo sus 
componentes guardar secreto de las mismas. 

Artículo 630. 

1. Los acuerdos de los órganos colegiados del Consejo General del Poder Judicial serán adoptados por mayoría 
absoluta de los miembros presentes, salvo cuando esta Ley Orgánica disponga otra cosa o cuando se trate del 
nombramiento de Presidentes de Sala y Magistrados del Tribunal Supremo, Presidente de la Audiencia Nacional y 
Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia en cuyo caso se requerirá una mayoría de tres quintos de los 
miembros presentes. Quien preside tendrá voto de calidad en caso de empate. 

2. Los Vocales tienen el deber inexcusable de asistir, participar y emitir voto válido sobre todas las cuestiones a decidir 
por el Pleno y las Comisiones. Solo podrán abstenerse en los supuestos en que concurra causa legal para ello. 
Asimismo, únicamente podrán emitir voto en blanco cuando la naturaleza del acuerdo lo permita y en ningún caso 
podrán hacerlo en materia disciplinaria y en las decisiones sobre recursos. 

3. La votación será siempre nominal y no tendrá carácter secreto, recogiéndose su resultado en el acta. Los Vocales 
tienen derecho a conocer las actas. 

4. Para el adecuado ejercicio de sus atribuciones podrán los Vocales solicitar a la Comisión Permanente la entrega de 
documentación sobre actividades específicas del Consejo. Dicha Comisión acordará la extensión y límites de la 
documentación que deba entregarse en atención a la naturaleza de la petición 

6. El Tribunal Supremo 

De acuerdo al artículo 123 de la Constitución Española, el Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el 
órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales. 

El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, 
en la forma que determine la ley. 

Artículo 53. 

El Tribunal Supremo, con sede en la villa de Madrid, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo 
dispuesto en materia de garantías Constitucionales. Tendrá jurisdicción en toda España y ningún otro podrá tener el 
título de Supremo. 

Artículo 54. 

El Tribunal Supremo se compondrá de su Presidente, de los Presidentes de Sala y los Magistrados que determine la 
ley para cada una de las Salas y, en su caso, Secciones en que las mismas puedan articularse. 
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Artículo 55. 

El Tribunal Supremo estará integrado por las siguientes Salas: 

Primera: De lo Civil. 

Segunda: De lo Penal. 

Tercera: De lo Contencioso-Administrativo. 

Cuarta: De lo Social. 

Quinta: De lo Militar, que se regirá por su legislación específica y supletoriamente por la presente Ley y por el 
ordenamiento común a las demás Salas del Tribunal Supremo. 

Artículo 55 bis. 

Además de las competencias atribuidas a las Salas de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Supremo en los artículos 56 
y 57, dichas Salas conocerán de la tramitación y enjuiciamiento de las acciones civiles y penales, respectivamente, 
dirigidas contra la Reina consorte o el consorte de la Reina, la Princesa o Príncipe de Asturias y su consorte, así como 
contra el Rey o Reina que hubiere abdicado y su consorte. 

Artículo 56. 

La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo conocerá: 

1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia civil que establezca la ley. 

2.º De las demandas de responsabilidad civil por hechos realizados en el ejercicio de su cargo, dirigidas contra el 
Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, 
Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, 
Presidentes de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal 
General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, 
Presidente y Consejeros del Consejo de Estado, Defensor del Pueblo y Presidente y Consejeros de una Comunidad 
Autónoma, cuando así lo determinen su Estatuto de Autonomía. 

3.º De las demandas de responsabilidad civil dirigidas contra Magistrados de la Audiencia Nacional o de los Tribunales 
Superiores de Justicia por hechos realizados en el ejercicio de sus cargos. 

Artículo 57. 

1. La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo conocerá: 

1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia penal que establezca la ley. 

2.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra el Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del 
Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal 
Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, 
Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidente de la Audiencia Nacional y de cualquiera 
de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal 
Supremo, Fiscal Europeo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de 
Estado y Defensor del Pueblo, así como de las causas que, en su caso, determinen los Estatutos de Autonomía. 

3.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra Magistrados de la Audiencia Nacional, de un Tribunal 
Superior de Justicia o de los Fiscales europeos delegados. 

4.º De los demás asuntos que le atribuya esta Ley. 
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5.º De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes. 

2. En las causas a que se refieren los números segundo y tercero del párrafo anterior se designará de entre los 
miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un instructor, que no formará parte de la misma para 
enjuiciarlas. 

3. En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, contra las personas a las que se refieren los números 2.º 
y 3.º del apartado 1, se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un Juez de 
garantías, que no formará parte de la misma para enjuiciarlas. 

Artículo 58. 

La Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo conocerá: 

En única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra actos y disposiciones del Consejo de Ministros, 
de las Comisiones Delegadas del Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial y contra los actos y disposiciones 
de los órganos competentes del Congreso de los Diputados y del Senado, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de 
Cuentas y del Defensor del Pueblo en los términos y materias que la Ley establezca y de aquellos otros recursos que 
excepcionalmente le atribuya la ley. 

De los recursos de casación y revisión en los términos que establezca la ley. 

De la solicitud de autorización para la declaración prevista en la disposición adicional quinta de la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, cuando tal solicitud sea 
formulada por el Consejo General del Poder Judicial. 

De la solicitud del Gobierno prevista en el artículo cuarto de la Ley 11/2022, de 28 de junio, General de 
Telecomunicaciones, para la convalidación o revocación de los acuerdos de asunción o intervención de la gestión 
directa del servicio o los de intervención o explotación de redes. 

Artículo 59. 

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo conocerá de los recursos de casación y revisión y otros extraordinarios que 
establezca la ley en materias propias de este orden jurisdiccional. 

Artículo 60. 

1. Conocerá además cada una de las Salas del Tribunal Supremo de las recusaciones que se interpusieren contra los 
Magistrados que las compongan, y de las cuestiones de competencia entre Juzgados o Tribunales del propio orden 
jurisdiccional que no tengan otro superior común. 

2. A estos efectos, los Magistrados recusados no formarán parte de la Sala. 

Artículo 61. 

1. Una Sala formada por el Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y el Magistrado más antiguo y 
el más moderno de cada una de ellas conocerá: 

1.º De los recursos de revisión contra las sentencias dictadas en única instancia por la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de dicho Tribunal. 

2.º De los incidentes de recusación del Presidente del Tribunal Supremo, o de los Presidentes de Sala, o de más de 
dos Magistrados de una Sala. En este caso, los afectados directamente por la recusación serán sustituidos por quienes 
corresponda. 

3.º De las demandas de responsabilidad civil que se dirijan contra los Presidentes de Sala o contra todos o la mayor 
parte de los Magistrados de una Sala de dicho Tribunal por hechos realizados en el ejercicio de su cargo. 
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4.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra los Presidentes de Sala o contra los Magistrados de una 
Sala, cuando sean Juzgados todos o la mayor parte de los que la constituyen. 

5.º Del conocimiento de las pretensiones de declaración de error judicial cuando éste se impute a una Sala del Tribunal 
Supremo. 

6.º De los procesos de declaración de ilegalidad y consecuente disolución de los partidos políticos, conforme a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos. 

2. En las causas a que se refiere el número 4 del apartado anterior se designará de entre los miembros de la Sala, 
conforme a un turno preestablecido, un instructor que no formará parte de la misma para enjuiciarlos. 

En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a 
un turno preestablecido, un Juez de garantías que no formará parte de la misma para enjuiciarlas. 

3. Una Sección, formada por el Presidente del Tribunal Supremo, el de la Sala de lo Contencioso-administrativo y cinco 
Magistrados de esta misma Sala, que serán los dos más antiguos y los tres más modernos, conocerá del recurso de 
casación para la unificación de doctrina cuando la contradicción se produzca entre sentencias dictadas en única 
instancia por Secciones distintas de dicha Sala. 

Artículo 61 bis. 

1. Al servicio del Tribunal Supremo existirá un Gabinete Técnico, que asistirá a la Presidencia y a sus diferentes Salas 
en los procesos de admisión de los asuntos de que conozcan y mediante la elaboración de estudios e informes que se 
le soliciten. También prestará apoyo a las Salas especiales en el despacho de asuntos que les estén atribuidos. 

2. El Gabinete Técnico estará integrado por un Director y por miembros de la Carrera judicial y otros juristas que 
ostentarán la denominación de Letrados del Gabinete Técnico. 

3. A los efectos anteriores, en el Gabinete Técnico existirán tantas áreas como órdenes jurisdiccionales. Dentro de 
cada área podrá existir una sección de Admisión y otra sección de Estudios e Informes. En la Sala Quinta de lo Militar 
podrá haber un Letrado del Gabinete Técnico. 

Los Letrados prestarán sus servicios en las diferentes áreas atendiendo a su especialización profesional. 

4. En cada una de las áreas habrá uno o varios Letrados del Gabinete Técnico que asuman funciones de coordinación 
de los miembros del Gabinete que formen parte de la misma. Serán designados por el Presidente del Tribunal 
Supremo, preferentemente de entre los Letrados que pertenezcan a la Carrera Judicial, y deberán tener una antigüedad 
mínima de diez años en el ejercicio de su respectiva profesión. 

5. El Ministerio de Justicia, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo y previo informe del Consejo General del 
Poder Judicial e informe favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, determinará la composición 
y plantilla del Gabinete Técnico. 

Excepcionalmente, por razones coyunturales y debidamente justificadas, a propuesta del Consejo General del Poder 
Judicial y oída la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, podrá el Ministerio de Justicia adscribir temporalmente, con 
el límite máximo de un año, un número adicional de miembros al servicio del Gabinete Técnico. 

Artículo 61 ter. 

La superior dirección del Gabinete Técnico será ejercida por el Presidente del Tribunal Supremo o, en caso de 
delegación de éste, por el Vicepresidente del Tribunal Supremo. 

Artículo 61 quáter. 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial nombrará al Director del Gabinete Técnico, a propuesta vinculante 
del Presidente del Tribunal Supremo, debiendo acreditar los requisitos legalmente exigidos para poder acceder a la 
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categoría de Magistrado del Tribunal Supremo, teniendo dicha consideración, a efectos representativos, mientras 
desempeñe el cargo. 

7. Organización Judicial Española 

Artículo 26 

El ejercicio de la potestad jurisdiccional se atribuye a los siguientes juzgados y Tribunales: 

Juzgados de Paz. 

Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de Violencia sobre la Mujer, de lo Penal, de lo 
Contencioso-Administrativo, de lo Social, de Menores y de Vigilancia Penitenciaria. 

Audiencias Provinciales. 

Tribunales Superiores de Justicia. 

Audiencia Nacional. 

Tribunal Supremo. 

Artículo 30. 

El Estado se organiza territorialmente, a efectos judiciales, en Municipios, Partidos, Provincias y Comunidades 
Autónomas. 

7.1. Órganos colegiados 

7.1.1. Del Tribunal Supremo 

Artículo 53. 

El Tribunal Supremo, con sede en la villa de Madrid, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo 
dispuesto en materia de garantías Constitucionales. Tendrá jurisdicción en toda España y ningún otro podrá tener el 
título de Supremo. 

Artículo 54. 

El Tribunal Supremo se compondrá de su Presidente, de los Presidentes de Sala y los Magistrados que determine la 
ley para cada una de las Salas y, en su caso, Secciones en que las mismas puedan articularse. 

Artículo 55. 

El Tribunal Supremo estará integrado por las siguientes Salas: 

Primera: De lo Civil. 

Segunda: De lo Penal. 

Tercera: De lo Contencioso-Administrativo. 

Cuarta: De lo Social. 
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Quinta: De lo Militar, que se regirá por su legislación específica y supletoriamente por la presente Ley y por el 
ordenamiento común a las demás Salas del Tribunal Supremo. 

7.1.2. De la Audiencia Nacional 

Artículo 62. 

La Audiencia Nacional, con sede en la villa de Madrid, tiene jurisdicción en toda España. 

Artículo 63. 

1. La Audiencia Nacional se compondrá de su Presidente, los Presidentes de Sala y los magistrados que determine la 
ley para cada una de sus Salas y Secciones. 

2. El Presidente de la Audiencia Nacional, que tendrá la consideración de Presidente de Sala del Tribunal Supremo, 
es el Presidente nato de todas sus Salas. 

Artículo 64. 

1. La Audiencia Nacional estará integrada por las siguientes Salas: 

De Apelación. 

De lo Penal. 

De lo Contencioso-Administrativo. 

De lo Social. 

2. En el caso de que el número de asuntos lo aconseje, podrán crearse dos o más Secciones dentro de una Sala.  

7.1.3. De los Tribunales Superiores de Justicia 

Artículo 70. 

El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma culminará la organización judicial en el ámbito territorial 
de aquélla, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo. 

Artículo 72. 

1. El Tribunal Superior de Justicia estará integrado por las siguientes Salas: de lo Civil y Penal, de lo Contencioso-
Administrativo y de lo Social. 

2. Se compondrá de un Presidente, que lo será también de su Sala de lo Civil y Penal, y tendrá la consideración de 
Magistrado del Tribunal Supremo mientras desempeñe el cargo; de los Presidentes de Sala y de los Magistrados que 
determine la ley para cada una de las Salas y, en su caso, de las Secciones que puedan dentro de ellas crearse. 

7.1.4. De las Audiencias Provinciales 

Artículo 80. 

1. Las Audiencias Provinciales, que tendrán su sede en la capital de la provincia, de la que tomarán su nombre, 
extenderán su jurisdicción a toda ella, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 82. 

2. Podrán crearse Secciones de la Audiencia Provincial fuera de la capital de la provincia, a las que quedarán adscritos 
uno o varios partidos judiciales. 
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Artículo 82 

3. Asimismo, la Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de Alicante especializadas en materia mercantil 
conocerán, además, en segunda instancia y de forma exclusiva, de todos aquellos recursos a los que se refiere el 
artículo 133 del Reglamento (UE) 2017/1001 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de junio de 2017 sobre la 
marca de la Unión Europea y el Reglamento (CE) n.º 6/2002, del Consejo, de 12 de diciembre de 2001, sobre los 
dibujos y modelos comunitarios. En el ejercicio de esta competencia extenderán su jurisdicción a todo el territorio 
nacional, y a estos solos efectos se denominarán Tribunales de Marca de la Unión Europea. 

7.2. Órganos unipersonales 

7.1.5. De los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de lo Penal, de Violencia 

sobre la Mujer, de lo Contencioso-Administrativo, de lo Social, de Vigilancia Penitenciaria y de 

Menores 

Artículo 84. 

En cada partido habrá uno o más Juzgados de Primera Instancia e Instrucción con sede en la capital de aquél y 
jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su sede. 

Artículo 86. 

1. En la capital de cada provincia, con jurisdicción en toda ella, habrá uno o varios Juzgados de lo Mercantil. 

Artículo 86 bis. 

1. Los Juzgados de lo Mercantil conocerán de cuantas cuestiones sean de la competencia del orden jurisdiccional civil 
en materia de propiedad intelectual e industrial; competencia desleal y publicidad; sociedades mercantiles, sociedades 
cooperativas, agrupaciones de interés económico; transporte terrestre, nacional o internacional; derecho marítimo, y 
derecho aéreo. 

Por excepción a lo establecido en el párrafo anterior, los Juzgados de lo Mercantil no serán competentes para conocer 
de las cuestiones en materia de daños derivadas de la destrucción, pérdida o avería del equipaje facturado previstas 
en el Convenio para la unificación de ciertas reglas para el transporte aéreo internacional hecho en Montreal el 28 de 
mayo de 1999; ni de las cuestiones previstas en el Reglamento (CE) n.º 261/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 11 de febrero de 2004, por el que se establecen normas comunes sobre compensación y asistencia a los 
pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos, y se deroga el 
Reglamento (CEE) n.º 295/91; en el Reglamento (CE) n.º 1371/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
octubre de 2007, sobre los derechos y las obligaciones de los viajeros de ferrocarril; en el Reglamento (UE) n.º 
181/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2011, sobre los derechos de los viajeros de 
autobús y autocar y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004; y en el Reglamento (UE) n.º 1177/2010 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de noviembre de 2010, sobre los derechos de los pasajeros que viajan 
por mar y por vías navegables y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004. 

Artículo 87 bis. 

1. En cada partido habrá uno o más Juzgados de Violencia sobre la Mujer, con sede en la capital de aquél y jurisdicción 
en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su sede. 

2. Sin perjuicio de lo previsto en la legislación vigente sobre demarcación y planta judicial, el Gobierno, a propuesta 
del Consejo General del Poder Judicial y en su caso, con informe de la Comunidad Autónoma con competencias en 
materia de Justicia, podrá establecer mediante real decreto que los Juzgados de Violencia sobre la Mujer que se 
determinen extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia. 
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Artículo 89 bis. 

1. En cada provincia, y con sede en su capital, habrá uno o varios Juzgados de lo Penal. Podrán establecerse Juzgados 
de lo Penal cuya jurisdicción se extienda a uno o varios partidos de la misma provincia, conforme a lo que disponga la 
legislación sobre demarcación y planta judicial, que fijará la ciudad donde tendrán su sede. Los Juzgados de lo Penal 
tomarán su denominación de la población donde tengan su sede. 

3. En la Villa de Madrid, con jurisdicción en toda España, habrá uno o varios Juzgados Centrales de lo Penal que 
conocerán, en los casos en que así lo establezcan las leyes procesales, de las causas por los delitos a que se refiere 
el artículo 65 y de los demás asuntos que señalen las leyes 

Artículo 90. 

1. En cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital, habrá uno o más Juzgados de lo Contencioso-
Administrativo. 

2. Cuando el volumen de asuntos lo requiera, se podrán establecer uno o mas Juzgados de lo Contencioso-
Administrativo en las poblaciones que por ley se determine. Tomarán la denominación del municipio de su sede, y 
extenderán su jurisdicción al partido correspondiente. 

3. También podrán crearse excepcionalmente Juzgados de lo Contencioso-Administrativo que extiendan su jurisdicción 
a más de una provincia dentro de la misma Comunidad Autónoma. 

4. En la villa de Madrid, con jurisdicción en toda España, habrá Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo 
que conocerán, en primera o única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra disposiciones y actos 
emanados de autoridades, organismos, órganos y entidades públicas con competencia en todo el territorio nacional, 
en los términos que la Ley establezca. 

Artículo 92. 

1. En cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital, habrá uno o más Juzgados de lo Social, también 
podrán establecerse en poblaciones distintas de la capital de provincia cuando las necesidades del servicio o la 
proximidad a determinados núcleos de trabajo lo aconsejen, delimitándose, en tal caso, el ámbito de su jurisdicción. 

2. Los Juzgados de lo Social podrán excepcionalmente extender su jurisdicción a dos o más provincias dentro de la 
misma Comunidad Autónoma. 

Artículo 94. 

1. En cada provincia, y dentro del orden jurisdiccional penal, habrá uno o varios Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, 
que tendrán las funciones jurisdiccionales previstas en la Ley General Penitenciaria en materia de ejecución de penas 
privativas de libertad y medidas de seguridad, emisión y ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de 
las autoridades penitenciarias, amparo de los derechos y beneficios de los internos en los establecimientos 
penitenciarios y demás que señale la ley. 

2. Podrán establecerse Juzgados de Vigilancia Penitenciaria que extiendan su jurisdicción a dos o más provincias de 
la misma Comunidad Autónoma. 

3. También podrán crearse Juzgados de Vigilancia Penitenciaria cuya jurisdicción no se extienda a toda la provincia. 

4. En la villa de Madrid, con jurisdicción en toda España, habrá uno o varios Juzgados Centrales de Vigilancia 
Penitenciaria que tendrán las funciones jurisdiccionales previstas en la Ley General Penitenciaria, descritas en el 
apartado 1 de este artículo, la competencia para la emisión y ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo 
de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley y demás funciones que señale la ley, en relación 
con los delitos competencia de la Audiencia Nacional. En todo caso, la competencia de estos Juzgados Centrales será 
preferente y excluyente cuando el penado cumpla también otras condenas que no hubiesen sido impuestas por la 
Audiencia Nacional. 
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Artículo 96. 

1. En cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital, habrá uno o más Juzgados de Menores. No 
obstante, cuando el volumen de trabajo lo aconseje, podrán establecerse Juzgados de Menores cuya jurisdicción se 
extienda o bien a un partido determinado o agrupación de partidos, o bien a dos o más provincias de la misma 
Comunidad Autónoma. Tomarán su nombre de la población donde radique su sede. 

2. En la villa de Madrid, con jurisdicción en toda España, habrá un Juzgado Central de Menores, que conocerá de las 
causas que le atribuya la legislación reguladora de la responsabilidad penal de los menores, así como de la emisión y 
la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que le atribuya 
la ley. 

7.1.6. De los Juzgados de Paz 

Artículo 99. 

1. En cada municipio donde no exista Juzgado de Primera Instancia e Instrucción, y con jurisdicción en el término 
correspondiente, habrá un Juzgado de Paz. 

2. Podrá existir una sola Oficina judicial para varios juzgados. 

Artículo 100. 

1. Los Juzgados de Paz conocerán, en el orden civil, de la sustanciación en primera instancia, fallo y ejecución de los 
procesos que la ley determine y cumplirán también las demás funciones que la ley les atribuya. 

2. En el orden penal, conocerán en primera instancia de los procesos por faltas que les atribuya la ley. Podrán intervenir, 
igualmente, en actuaciones penales de prevención, o por delegación, y en aquellas otras que señalen las leyes. 

Artículo 101. 

1. Los Jueces de Paz y sus sustitutos serán nombrados para un periodo de cuatro años por la Sala de Gobierno del 
Tribunal Superior de Justicia correspondiente. El nombramiento recaerá en las personas elegidas por el respectivo 
Ayuntamiento. 

2. Los Jueces de Paz y sus sustitutos serán elegidos por el Pleno del Ayuntamiento, con el voto favorable de la mayoría 
absoluta de sus miembros, entre las personas que, reuniendo las condiciones legales, así lo soliciten. Si no hubiere 
solicitante, el pleno elegirá libremente. 

3. Aprobado el acuerdo correspondiente, será remitido al Juez de Primera Instancia e Instrucción, quien lo elevará a 
la Sala de Gobierno. 

4. Si en el plazo de tres meses, a contar desde que se produjera la vacante en un Juzgado de Paz, el Ayuntamiento 
correspondiente no efectuase la propuesta prevenida en los apartados anteriores, la Sala de Gobierno del Tribunal 
Superior de Justicia procederá a designar al Juez de Paz. Se actuará de igual modo cuando la persona propuesta por 
el Ayuntamiento no reuniera, a juicio de la misma Sala de Gobierno y oído el Ministerio Fiscal, las condiciones exigidas 
por esta ley. 

5. Los Jueces de Paz prestarán juramento ante el Juez de Primera Instancia e Instrucción y tomarán posesión ante 
quien se hallara ejerciendo la jurisdicción. 

Artículo 102. 

Podrán ser nombrados Jueces de Paz, tanto titular como sustituto, quienes, aun no siendo licenciados en Derecho, 
reúnan los requisitos establecidos en esta ley para el ingreso en la Carrera Judicial, y no estén incursos en ninguna de 
las causas de incapacidad o de incompatibilidad previstas para el desempeño de las funciones judiciales, a excepción 
del ejercicio de actividades profesionales o mercantiles. 
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TEMA 3 
EL GOBIERNO: NOMBRAMIENTO Y CESE. LAS 
FUNCIONES DEL GOBIERNO. LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA: PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES INFORMADORES. LA 
ADMINISTRACIÓN CENTRAL Y PERIFÉRICA DEL 
ESTADO. TIPOS DE ENTES PÚBLICOS. 
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1. El Gobierno. 

1.1. TÍTULO IV de la Constitución Española: Del Gobierno y de la Administración. 

Artículo 97 

El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. Ejerce la función 
ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes. 

Artículo 98 

1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás 
miembros que establezca la ley. 

2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin perjuicio 
de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión. 

3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato 
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna. 

4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno. 

Artículo 99 

1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en que así 
proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con representación 
parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la Presidencia del Gobierno. 

2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los Diputados 
el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara. 

3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a dicho 
candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva 
votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada si obtuviere la mayoría 
simple. 

4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas 
propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores. 

5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato hubiere 
obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones con el refrendo 
del Presidente del Congreso. 

Artículo 100 

Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente. 

Artículo 101 

1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza parlamentaria 
previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente. 

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno. 
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Artículo 102 

1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso, ante la 
Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus funciones, 
sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la aprobación de la 
mayoría absoluta del mismo. 

3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo. 

Artículo 103 

1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de 
eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley. 

3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los principios 
de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de incompatibilidades y 
las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 

Artículo 104 

1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el libre 
ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana. 

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y Cuerpos 
de seguridad. 

Artículo 105 

La ley regulará: 

a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la 
ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten. 

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y 
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas. 

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la 
audiencia del interesado. 

Artículo 106 

1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el 
sometimiento de ésta a los fines que la justifican. 

2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que 
sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos. 

Artículo 107 

El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición y 
competencia. 
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1.2. Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

Del Gobierno, su composición, organización y funciones 

Artículo 1. Del Gobierno. 

1. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. Ejerce la 
función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes. 

2. El Gobierno se compone del Presidente, del Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de los Ministros. 

3. Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones Delegadas del Gobierno. 

Artículo 2. Del Presidente del Gobierno. 

1. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin perjuicio 
de la competencia y responsabilidad directa de los Ministros en su gestión. 

2. En todo caso, corresponde al Presidente del Gobierno: 

a) Representar al Gobierno. 

b) Establecer el programa político del Gobierno y determinar las directrices de la política interior y exterior y velar por 
su cumplimiento. 

c) Proponer al Rey, previa deliberación del Consejo de Ministros, la disolución del Congreso, del Senado o de las 
Cortes Generales. 

d) Plantear ante el Congreso de los Diputados, previa deliberación del Consejo de Ministros, la cuestión de confianza. 

e) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa autorización del Congreso de los Diputados. 

f) Dirigir la política de defensa y ejercer respecto de las Fuerzas Armadas las funciones previstas en la legislación 
reguladora de la defensa nacional y de la organización militar. 

g) Convocar, presidir y fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros, sin perjuicio de lo previsto en el 
artículo 62.g) de la Constitución. 

h) Refrendar, en su caso, los actos del Rey y someterle, para su sanción, las leyes y demás normas con rango de ley, 
de acuerdo con lo establecido en los artículos 64 y 91 de la Constitución. 

i) Interponer el recurso de inconstitucionalidad. 

j) Crear, modificar y suprimir, por Real Decreto, los Departamentos Ministeriales, así como las Secretarías de Estado, 
Asimismo, le corresponde la aprobación de la estructura orgánica de la Presidencia del Gobierno. 

k) Proponer al Rey el nombramiento y separación de los Vicepresidentes y de los Ministros. 

l) Resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre los diferentes Ministerios. 

m) Impartir instrucciones a los demás miembros del Gobierno. 

n) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución y las leyes. 
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Artículo 3. Del Vicepresidente o Vicepresidentes del Gobierno. 

1. Al Vicepresidente o Vicepresidentes, cuando existan, les corresponderá el ejercicio de las funciones que les 
encomiende el Presidente. 

2. El Vicepresidente que asuma la titularidad de un Departamento Ministerial, ostentará, además, la condición de 
Ministro. 

Artículo 4. De los Ministros. 

1. Los Ministros, como titulares de sus Departamentos, tienen competencia y responsabilidad en la esfera específica 
de su actuación, y les corresponde el ejercicio de las siguientes funciones: 

a) Desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de su Departamento, de conformidad con los acuerdos adoptados 
en Consejo de Ministros o con las directrices del Presidente del Gobierno. 

b) Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento. 

c) Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento del 
Gobierno y cualesquiera otras disposiciones. 

d) Refrendar, en su caso, los actos del Rey en materia de su competencia. 

2. Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les atribuirá 
la responsabilidad de determinadas funciones gubernamentales. En caso de que existan Ministros sin cartera, por Real 
Decreto se determinará el ámbito de sus competencias, la estructura administrativa, así como los medios materiales y 
personales que queden adscritos al mismo. 

Artículo 5. Del Consejo de Ministros. 

1. Al Consejo de Ministros, como órgano colegiado del Gobierno, le corresponde el ejercicio de las siguientes funciones: 

a) Aprobar los proyectos de ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado. 

b) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

c) Aprobar los Reales Decretos-leyes y los Reales Decretos Legislativos. 

d) Acordar la negociación y firma de Tratados internacionales, así como su aplicación provisional. 

e) Remitir los Tratados internacionales a las Cortes Generales en los términos previstos en los artículos 94 y 96.2 de 
la Constitución. 

f) Declarar los estados de alarma y de excepción y proponer al Congreso de los Diputados la declaración del estado 
de sitio. 

g) Disponer la emisión de Deuda Pública o contraer crédito, cuando haya sido autorizado por una Ley. 

h) Aprobar los reglamentos para el desarrollo y la ejecución de las leyes, previo dictamen del Consejo de Estado, así 
como las demás disposiciones reglamentarias que procedan. 

i) Crear, modificar y suprimir los órganos directivos de los Departamentos Ministeriales. 

j) Adoptar programas, planes y directrices vinculantes para todos los órganos de la Administración General del Estado. 

k) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución, las leyes y cualquier otra disposición. 

2. A las reuniones del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y excepcionalmente otros altos 
cargos, cuando sean convocados para ello. 
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3. Las deliberaciones del Consejo de Ministros serán secretas. 

Artículo 6. De las Comisiones Delegadas del Gobierno. 

1. La creación, modificación y supresión de las Comisiones Delegadas del Gobierno será acordada por el Consejo de 
Ministros mediante Real Decreto, a propuesta del Presidente del Gobierno. 

2. El Real Decreto de creación de una Comisión Delegada deberá especificar, en todo caso: 

a) El miembro del Gobierno que asume la presidencia de la Comisión. 

b) Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la integran. 

c) Las funciones que se atribuyen a la Comisión. 

d) El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría de la misma. 

e) El régimen interno de funcionamiento y en particular el de convocatorias y suplencias. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, podrán ser convocados a las reuniones de las Comisiones 
Delegadas los titulares de aquellos otros órganos superiores y directivos de la Administración General del Estado que 
se estime conveniente. 

4. Corresponde a las Comisiones Delegadas, como órganos colegiados del Gobierno: 

a) Examinar las cuestiones de carácter general que tengan relación con varios de los Departamentos Ministeriales que 
integren la Comisión. 

b) Estudiar aquellos asuntos que, afectando a varios Ministerios, requieran la elaboración de una propuesta conjunta 
previa a su resolución por el Consejo de Ministros. 

c) Resolver los asuntos que, afectando a más de un Ministerio, no requieran ser elevados al Consejo de Ministros. 

d) Ejercer cualquier otra atribución que les confiera el ordenamiento jurídico o que les delegue el Consejo de Ministros. 

5. Las deliberaciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno serán secretas. 

1.2.2. De los órganos de colaboración y apoyo del Gobierno 

Artículo 7. De los Secretarios de Estado. 

1. Los Secretarios de Estado son órganos superiores de la Administración General del Estado, directamente 
responsables de la ejecución de la acción del Gobierno en un sector de actividad específica de un Departamento o de 
la Presidencia del Gobierno. 

2. Actúan bajo la dirección del titular del Departamento al que pertenezcan. Cuando estén adscritos a la Presidencia 
del Gobierno, actúan bajo la dirección del Presidente. 

3. Las competencias de los Secretarios de Estado son las que se determinan en la Ley de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado. 

1.2.3. De los miembros del Gobierno 

Artículo 11. De los requisitos de acceso al cargo. 

Para ser miembro del Gobierno se requiere ser español, mayor de edad, disfrutar de los derechos de sufragio activo y 
pasivo, así como no estar inhabilitado para ejercer empleo o cargo público por sentencia judicial firme y reunir el resto 
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de requisitos de idoneidad previstos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la 
Administración General del Estado. 

Artículo 12. Del nombramiento y cese. 

1. El nombramiento y cese del Presidente del Gobierno se producirá en los términos previstos en la Constitución. 

2. Los Vicepresidentes y Ministros serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta del Presidente del Gobierno. 
El nombramiento conllevará el cese en el puesto que, en su caso, se estuviera desempeñando, salvo cuando en el 
caso de los Vicepresidentes, se designe como tal a un Ministro que conserve la titularidad del Departamento. Cuando 
el cese en el anterior cargo correspondiera al Consejo de Ministros, se dejará constancia de esta circunstancia en el 
nombramiento del nuevo titular. La separación de los Ministros sin cartera llevará aparejada la extinción de dichos 
órganos. 

3. La separación de los Vicepresidentes del Gobierno llevará aparejada la extinción de dichos órganos, salvo el caso 
en que simultáneamente se designe otro vicepresidente en sustitución del separado. 

4. Por Real Decreto se regulará el estatuto que fuera aplicable a los Presidentes del Gobierno tras su cese. 

Artículo 13. De la suplencia. 

1. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad, las funciones del Presidente del Gobierno serán asumidas por los 
Vicepresidentes, de acuerdo con el correspondiente orden de prelación, y, en defecto de ellos, por los Ministros, según 
el orden de precedencia de los Departamentos. 

2. La suplencia de los Ministros, para el despacho ordinario de los asuntos de su competencia, será determinada por 
Real Decreto del Presidente del Gobierno, debiendo recaer, en todo caso, en otro miembro del Gobierno. El Real 
Decreto expresará entre otras cuestiones la causa y el carácter de la suplencia. 

3. No se entenderá por ausencia la interrupción transitoria de la asistencia a la reunión de un órgano colegiado. En 
tales casos, las funciones que pudieran corresponder al miembro del gobierno durante esa situación serán ejercidas 
por la siguiente autoridad en rango presente. 

Artículo 14. Del régimen de incompatibilidades de los miembros del Gobierno. 

1. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato 
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna. 

2. Será de aplicación, asimismo, a los miembros del Gobierno el régimen de incompatibilidades de los altos cargos de 
la Administración General del Estado. 

1.2.4. De las normas de funcionamiento del Gobierno y de la delegación de competencias 

Artículo 18. Del funcionamiento del Consejo de Ministros. 

1. El Presidente del Gobierno convoca y preside las reuniones del Consejo de Ministros, actuando como Secretario el 
Ministro de la Presidencia. 

2. Las reuniones del Consejo de Ministros podrán tener carácter decisorio o deliberante. 

3. El orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros se fijará por el Presidente del Gobierno. 

4. De las sesiones del Consejo de Ministros se levantará acta en la que figurarán, exclusivamente, las circunstancias 
relativas al tiempo y lugar de su celebración, la relación de asistentes, los acuerdos adoptados y los informes 
presentados. 
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1.2.5. Del Gobierno en funciones

Artículo 21. Del Gobierno en funciones. 

1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de confianza parlamentaria 
previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente. 

2. El Gobierno cesante continúa en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno, con las limitaciones 
establecidas en esta Ley. 

3. El Gobierno en funciones facilitará el normal desarrollo del proceso de formación del nuevo Gobierno y el traspaso 
de poderes al mismo y limitará su gestión al despacho ordinario de los asuntos públicos, absteniéndose de adoptar, 
salvo casos de urgencia debidamente acreditados o por razones de interés general cuya acreditación expresa así lo 
justifique, cualesquiera otras medidas. 

4. El Presidente del Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades: 

a) Proponer al Rey la disolución de alguna de las Cámaras, o de las Cortes Generales. 

b) Plantear la cuestión de confianza. 

c) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo. 

5. El Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades: 

a) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

b) Presentar proyectos de ley al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado. 

6. Las delegaciones legislativas otorgadas por las Cortes Generales quedarán en suspenso durante todo el tiempo que 
el Gobierno esté en funciones como consecuencia de la celebración de elecciones generales. 

2. La Administración pública. 

2.1. Introducción 

La norma que recoge el desarrollo de la Administración Pública es la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.  

Artículo 2. Ámbito Subjetivo. 

1. La presente Ley se aplica al sector público que comprende: 

a) La Administración General del Estado. 

b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 

c) Las Entidades que integran la Administración Local. 

d) El sector público institucional. 

2. El sector público institucional se integra por: 

a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las 
Administraciones Públicas. 
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b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que quedarán sujetas 
a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, en particular a los principios 
previstos en el artículo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas. 

c) Las Universidades públicas que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las previsiones de la 
presente Ley. 

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las Administraciones 
de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así como los organismos públicos 
y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2. 

Artículo 3. Principios generales. 

1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los principios 
de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, 
a la Ley y al Derecho. 

Deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes principios: 

a) Servicio efectivo a los ciudadanos. 

b) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos. 

c) Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa. 

d) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de gestión. 

e) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional. 

f) Responsabilidad por la gestión pública. 

g) Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las políticas públicas. 

h) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados. 

i) Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales. 

j) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. 

k) Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas. 

2.2.  Administración Central del Estado 

2.2.1. De los órganos administrativos 

Artículo 5. Órganos administrativos. 

1. Tendrán la consideración de órganos administrativos las unidades administrativas a las que se les atribuyan 
funciones que tengan efectos jurídicos frente a terceros, o cuya actuación tenga carácter preceptivo. 

2. Corresponde a cada Administración Pública delimitar, en su respectivo ámbito competencial, las unidades 
administrativas que configuran los órganos administrativos propios de las especialidades derivadas de su organización. 

3. La creación de cualquier órgano administrativo exigirá, al menos, el cumplimiento de los siguientes requisitos: 

a) Determinación de su forma de integración en la Administración Pública de que se trate y su dependencia jerárquica. 
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b) Delimitación de sus funciones y competencias. 

c) Dotación de los créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento. 

4. No podrán crearse nuevos órganos que supongan duplicación de otros ya existentes si al mismo tiempo no se 
suprime o restringe debidamente la competencia de estos. A este objeto, la creación de un nuevo órgano sólo tendrá 
lugar previa comprobación de que no existe otro en la misma Administración Pública que desarrolle igual función sobre 
el mismo territorio y población. 

Artículo 6. Instrucciones y órdenes de servicio. 

1. Los órganos administrativos podrán dirigir las actividades de sus órganos jerárquicamente dependientes mediante 
instrucciones y órdenes de servicio. 

Cuando una disposición específica así lo establezca, o se estime conveniente por razón de los destinatarios o de los 
efectos que puedan producirse, las instrucciones y órdenes de servicio se publicarán en el boletín oficial que 
corresponda, sin perjuicio de su difusión de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

2. El incumplimiento de las instrucciones u órdenes de servicio no afecta por sí solo a la validez de los actos dictados 
por los órganos administrativos, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria en que se pueda incurrir. 

2.2.2. Organización administrativa 

Artículo 54. Principios y competencias de organización y funcionamiento de la Administración General del 
Estado. 

1. La Administración General del Estado actúa y se organiza de acuerdo con los principios establecidos en el artículo 3, 
así como los de descentralización funcional y desconcentración funcional y territorial. 

2. Las competencias en materia de organización administrativa, régimen de personal, procedimientos e inspección de 
servicios, no atribuidas específicamente conforme a una Ley a ningún otro órgano de la Administración General del 
Estado, ni al Gobierno, corresponderán al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 

Artículo 55. Estructura de la Administración General del Estado. 

1. La organización de la Administración General del Estado responde a los principios de división funcional en 
Departamentos ministeriales y de gestión territorial integrada en Delegaciones del Gobierno en las Comunidades 
Autónomas, salvo las excepciones previstas por esta Ley. 

2. La Administración General del Estado comprende: 

a) La Organización Central, que integra los Ministerios y los servicios comunes. 

b) La Organización Territorial. 

c) La Administración General del Estado en el exterior. 

3. En la organización central son órganos superiores y órganos directivos: 

a) Órganos superiores: 

1.º Los Ministros. 

2.º Los Secretarios de Estado. 

b) Órganos directivos: 
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1.º Los Subsecretarios y Secretarios generales. 

2.º Los Secretarios generales técnicos y Directores generales. 

3.º Los Subdirectores generales. 

4. En la organización territorial de la Administración General del Estado son órganos directivos tanto los Delegados del 
Gobierno en las Comunidades Autónomas, que tendrán rango de Subsecretario, como los Subdelegados del Gobierno 
en las provincias, los cuales tendrán nivel de Subdirector general. 

5. En la Administración General del Estado en el exterior son órganos directivos los embajadores y representantes 
permanentes ante Organizaciones internacionales. 

6. Los órganos superiores y directivos tienen además la condición de alto cargo, excepto los Subdirectores generales 
y asimilados, de acuerdo con lo previsto en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de 
la Administración General del Estado. 

7. Todos los demás órganos de la Administración General del Estado se encuentran bajo la dependencia o dirección 
de un órgano superior o directivo. 

8. Los estatutos de los Organismos públicos determinarán sus respectivos órganos directivos. 

9. Corresponde a los órganos superiores establecer los planes de actuación de la organización situada bajo su 
responsabilidad y a los órganos directivos su desarrollo y ejecución. 

10. Los Ministros y Secretarios de Estado son nombrados de acuerdo con lo establecido en la Ley 50/1997, de 27 de 
noviembre, del Gobierno y en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración 
General del Estado. 

11. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la 
Administración General del Estado, los titulares de los órganos superiores y directivos son nombrados, atendiendo a 
criterios de competencia profesional y experiencia, en la forma establecida en esta Ley, siendo de aplicación al 
desempeño de sus funciones: 

a) La responsabilidad profesional, personal y directa por la gestión desarrollada. 

b) La sujeción al control y evaluación de la gestión por el órgano superior o directivo competente, sin perjuicio del 
control establecido por la Ley General Presupuestaria. 

Artículo 56. Elementos organizativos básicos. 

1. Las unidades administrativas son los elementos organizativos básicos de las estructuras orgánicas. Las unidades 
comprenden puestos de trabajo o dotaciones de plantilla vinculados funcionalmente por razón de sus cometidos y 
orgánicamente por una jefatura común. Pueden existir unidades administrativas complejas, que agrupen dos o más 
unidades menores. 

2. Los jefes de las unidades administrativas son responsables del correcto funcionamiento de la unidad y de la 
adecuada ejecución de las tareas asignadas a la misma. 

3. Las unidades administrativas se establecen mediante las relaciones de puestos de trabajo, que se aprobarán de 
acuerdo con su regulación específica, y se integran en un determinado órgano. 

2.2.3. Los Ministerios y su estructura interna 

Artículo 57. Los Ministerios. 

1. La Administración General del Estado se organiza en Presidencia del Gobierno y en Ministerios, comprendiendo a 
cada uno de ellos uno o varios sectores funcionalmente homogéneos de actividad administrativa. 
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2. La organización en Departamentos ministeriales no obsta a la existencia de órganos superiores o directivos u 
Organismos públicos no integrados o dependientes, respectivamente, en la estructura general del Ministerio que con 
carácter excepcional se adscriban directamente al Ministro. 

3. La determinación del número, la denominación y el ámbito de competencia respectivo de los Ministerios y las 
Secretarías de Estado se establecen mediante Real Decreto del Presidente del Gobierno. 

Artículo 58. Organización interna de los Ministerios. 

1. En los Ministerios pueden existir Secretarías de Estado, y Secretarías Generales, para la gestión de un sector de 
actividad administrativa. De ellas dependerán jerárquicamente los órganos directivos que se les adscriban. 

2. Los Ministerios contarán, en todo caso, con una Subsecretaría, y dependiendo de ella una Secretaría General 
Técnica, para la gestión de los servicios comunes previstos en este Título. 

3. Las Direcciones Generales son los órganos de gestión de una o varias áreas funcionalmente homogéneas. 

4. Las Direcciones Generales se organizan en Subdirecciones Generales para la distribución de las competencias 
encomendadas a aquéllas, la realización de las actividades que les son propias y la asignación de objetivos y 
responsabilidades. Sin perjuicio de lo anterior, podrán adscribirse directamente Subdirecciones Generales a otros 
órganos directivos de mayor nivel o a órganos superiores del Ministerio. 

Artículo 59. Creación, modificación y supresión de órganos y unidades administrativas. 

1. Las Subsecretarías, las Secretarías Generales, las Secretarías Generales Técnicas, las Direcciones Generales, las 
Subdirecciones Generales, y órganos similares a los anteriores se crean, modifican y suprimen por Real Decreto del 
Consejo de Ministros, a iniciativa del Ministro interesado y a propuesta del Ministro de Hacienda y Administraciones 
Públicas. 

2. Los órganos de nivel inferior a Subdirección General se crean, modifican y suprimen por orden del Ministro 
respectivo, previa autorización del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. 

3. Las unidades que no tengan la consideración de órganos se crean, modifican y suprimen a través de las relaciones 
de puestos de trabajo. 

Artículo 60. Ordenación jerárquica de los órganos ministeriales. 

1. Los Ministros son los jefes superiores del Departamento y superiores jerárquicos directos de los Secretarios de 
Estado y Subsecretarios. 

2. Los órganos directivos dependen de alguno de los anteriores y se ordenan jerárquicamente entre sí de la siguiente 
forma: Subsecretario, Director general y Subdirector general. 

Los Secretarios generales tienen categoría de Subsecretario y los Secretarios Generales Técnicos tienen categoría de 
Director general. 

Artículo 61. Los Ministros. 

Los Ministros, como titulares del departamento sobre el que ejercen su competencia, dirigen los sectores de actividad 
administrativa integrados en su Ministerio, y asumen la responsabilidad inherente a dicha dirección. A tal fin, les 
corresponden las siguientes funciones: 

a) Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento. 

b) Fijar los objetivos del Ministerio, aprobar los planes de actuación del mismo y asignar los recursos necesarios para 
su ejecución, dentro de los límites de las dotaciones presupuestarias correspondientes. 

c) Aprobar las propuestas de los estados de gastos del Ministerio, y de los presupuestos de los Organismos públicos 
dependientes y remitirlas al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 
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d) Determinar y, en su caso, proponer la organización interna de su Ministerio, de acuerdo con las competencias que 
le atribuye esta Ley. 

e) Evaluar la realización de los planes de actuación del Ministerio por parte de los órganos superiores y órganos 
directivos y ejercer el control de eficacia respecto de la actuación de dichos órganos y de los Organismos públicos 
dependientes, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 

f) Nombrar y separar a los titulares de los órganos directivos del Ministerio y de los Organismos públicos o entidades 
de derecho público dependientes del mismo, cuando la competencia no esté atribuida al Consejo de Ministros a otro 
órgano o al propio organismo, así como elevar a aquél las propuestas de nombramientos que le estén reservadas de 
órganos directivos del Ministerio y de los Organismos Públicos dependientes del mismo. 

g) Autorizar las comisiones de servicio con derecho a indemnización por cuantía exacta para altos cargos dependientes 
del Ministro. 

h) Mantener las relaciones con las Comunidades Autónomas y convocar las Conferencias sectoriales y los órganos de 
cooperación en el ámbito de las competencias atribuidas a su Departamento. 

i) Dirigir la actuación de los titulares de los órganos superiores y directivos del Ministerio, impartirles instrucciones 
concretas y delegarles competencias propias. 

j) Revisar de oficio los actos administrativos y resolver los conflictos de atribuciones cuando les corresponda, así como 
plantear los que procedan con otros Ministerios. 

k) Celebrar en el ámbito de su competencia, contratos y convenios, sin perjuicio de la autorización del Consejo de 
Ministros cuando sea preceptiva. 

l) Administrar los créditos para gastos de los presupuestos del Ministerio, aprobar y comprometer los gastos que no 
sean de la competencia del Consejo de Ministros, aprobar las modificaciones presupuestarias que sean de su 
competencia, reconocer las obligaciones económicas y proponer su pago en el marco del plan de disposición de fondos 
del Tesoro Público, así como fijar los límites por debajo de los cuales estas competencias corresponderán, en su 
ámbito respectivo, a los Secretarios de Estado y Subsecretario del departamento. Corresponderá al Ministro elevar al 
Consejo de Ministros, para su aprobación, las modificaciones presupuestarias que sean de la competencia de éste. 

previamente determinado el titular del órgano superior o directivo que deba representar al Departamento. 

n) Remitir la documentación a su Departamento necesaria para la elaboración de la Cuenta General del Estado, en los 
términos previstos en la Ley 47/2003, 26 de noviembre. 

ñ) Resolver de los recursos administrativos y declarar la lesividad de los actos administrativos cuando les corresponda. 

o) Otorgar premios y recompensas propios del Departamento y proponer las que corresponda según sus normas 
reguladoras. 

p) Conceder subvenciones y ayudas con cargo a los créditos de gasto propios del Departamento, así como fijar los 
límites por debajo de los cuales podrán ser otorgadas por los Secretarios de Estado o el Subsecretario del 
Departamento. 

q) Proponer y ejecutar, en el ámbito de su competencia, los Planes de Empleo del Departamento y de los organismos 
públicos de él dependientes. 

r) Modificar las Relaciones de Puestos de Trabajo en los casos en que esa competencia esté delegada en el propio 
departamento o proponer al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas las que sean de competencia de este 
último. 

s) Imponer la sanción de separación del servicio por faltas muy graves. 
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t) Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento del 
Gobierno y cualesquiera otras disposiciones. 

Artículo 62. Los Secretarios de Estado. 

1. Los Secretarios de Estado son directamente responsables de la ejecución de la acción del Gobierno en un sector 
de actividad específica. 

Asimismo, podrán ostentar por delegación expresa de sus respectivos Ministros la representación de estos en materias 
propias de su competencia, incluidas aquellas con proyección internacional, sin perjuicio, en todo caso, de las normas 
que rigen las relaciones de España con otros Estados y con las Organizaciones internacionales. 

2. Los Secretarios de Estado dirigen y coordinan las Secretarías y las Direcciones Generales situadas bajo su 
dependencia, y responden ante el Ministro de la ejecución de los objetivos fijados para la Secretaría de Estado. A tal 
fin les corresponde: 

a) Ejercer las competencias sobre el sector de actividad administrativa asignado que les atribuya la norma de creación 
del órgano o que les delegue el Ministro y desempeñar las relaciones externas de la Secretaría de Estado, salvo en 
los casos legalmente reservados al Ministro. 

b) Ejercer las competencias inherentes a su responsabilidad de dirección y, en particular, impulsar la consecución de 
los objetivos y la ejecución de los proyectos de su organización, controlando su cumplimiento, supervisando la actividad 
de los órganos directivos adscritos e impartiendo instrucciones a sus titulares. 

c) Nombrar y separar a los Subdirectores Generales de la Secretaría de Estado. 

d) Mantener las relaciones con los órganos de las Comunidades Autónomas competentes por razón de la materia. 

e) La autorización previa para contratar a los Organismos Autónomos adscritos a la Secretaría de Estado, por encima 
de una cuantía determinada, según lo previsto en la disposición transitoria tercera del Real Decreto Legislativo 3/2011, 
de 14 de noviembre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público. 

f) Autorizar las comisiones de servicio con derecho a indemnización por cuantía exacta para los altos cargos 
dependientes de la Secretaría de Estado. 

g) Celebrar contratos relativos a asuntos de su Secretaría de Estado y los convenios no reservados al Ministro del que 
dependan, sin perjuicio de la correspondiente autorización cuando sea preceptiva. 

h) Conceder subvenciones y ayudas con cargo a los créditos de gasto propios de la Secretaría de Estado, con los 
límites establecidos por el titular del Departamento. 

i) Resolver los recursos que se interpongan contra las resoluciones de los órganos directivos que dependan 
directamente de él y cuyos actos no agoten la vía administrativa, así como los conflictos de atribuciones que se susciten 
entre dichos órganos. 

j) Administrar los créditos para gastos de los presupuestos del Ministerio por su materia propios de la Secretaría de 
Estado, aprobar las modificaciones presupuestarias de los mismos, aprobar y comprometer los gastos con cargo a 
aquellos créditos y reconocer las obligaciones económicas y proponer su pago en el marco del plan de disposición de 
fondos del Tesoro Público. Todo ello dentro de la cuantía que, en su caso, establezca el Ministro al efecto y siempre 
que los referidos actos no sean competencia del Consejo de Ministros. 

k) Cualesquiera otras competencias que les atribuya la legislación en vigor. 

Artículo 63. Los Subsecretarios. 

1. Los Subsecretarios ostentan la representación ordinaria del Ministerio, dirigen los servicios comunes, ejercen las 
competencias correspondientes a dichos servicios comunes y, en todo caso, las siguientes: 
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a) Apoyar a los órganos superiores en la planificación de la actividad del Ministerio, a través del correspondiente 
asesoramiento técnico. 

b) Asistir al Ministro en el control de eficacia del Ministerio y sus Organismos públicos. 

c) Establecer los programas de inspección de los servicios del Ministerio, así como determinar las actuaciones precisas 
para la mejora de los sistemas de planificación, dirección y organización y para la racionalización y simplificación de 
los procedimientos y métodos de trabajo, en el marco definido por el Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas. 

d) Proponer las medidas de organización del Ministerio y dirigir el funcionamiento de los servicios comunes a través 
de las correspondientes instrucciones u órdenes de servicio. 

e) Asistir a los órganos superiores en materia de relaciones de puestos de trabajo, planes de empleo y política de 
directivos del Ministerio y sus Organismos públicos, así como en la elaboración, ejecución y seguimiento de los 
presupuestos y la planificación de los sistemas de información y comunicación. 

f) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal del Departamento. 

g) Responsabilizarse del asesoramiento jurídico al Ministro en el desarrollo de las funciones que a éste le corresponden 
y, en particular, en el ejercicio de su potestad normativa y en la producción de los actos administrativos de la 
competencia de aquél, así como a los demás órganos del Ministerio. 

En los mismos términos del párrafo anterior, informar las propuestas o proyectos de normas y actos de otros 
Ministerios, cuando reglamentariamente proceda. 

A tales efectos, el Subsecretario será responsable de coordinar las actuaciones correspondientes dentro del Ministerio 
y en relación con los demás Ministerios que hayan de intervenir en el procedimiento. 

h) Ejercer las facultades de dirección, impulso y supervisión de la Secretaría General Técnica y los restantes órganos 
directivos que dependan directamente de él. 

i) Administrar los créditos para gastos de los presupuestos del Ministerio por su materia propios de la Subsecretaría, 
aprobar las modificaciones presupuestarias de los mismos, aprobar y comprometer los gastos con cargo a aquellos 
créditos y reconocer las obligaciones económicas y proponer su pago en el marco del plan de disposición de fondos 
del Tesoro Público. Todo ello dentro de la cuantía que, en su caso, establezca el Ministro al efecto y siempre que los 
referidos actos no sean competencia del Consejo de Ministros. 

j) Conceder subvenciones y ayudas con cargo a los créditos de gasto propios del Ministerio con los límites establecidos 
por el titular del Departamento. 

k) Solicitar del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas la afectación o el arrendamiento de los inmuebles 
necesarios para el cumplimiento de los fines de los servicios a cargo del Departamento. 

l) Nombrar y cesar a los Subdirectores y asimilados dependientes de la Subsecretaría, al resto de personal de libre 
designación y al personal eventual del Departamento. 

rio y laboral. 

n) Convocar y resolver los concursos de personal funcionario. 

ñ) Ejercer la potestad disciplinaria del personal del Departamento por faltas graves o muy graves, salvo la separación 
del servicio. 

o) Adoptar e impulsar, bajo la dirección del Ministro, las medidas tendentes a la gestión centralizada de recursos 
humanos y medios materiales en el ámbito de su Departamento Ministerial. 

p) Autorizar las comisiones de servicio con derecho a indemnización por cuantía exacta para altos cargos dependientes 
del Subsecretario. 
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q) Cualesquiera otras que sean inherentes a los servicios comunes del Ministerio y a la representación ordinaria del 
mismo y las que les atribuyan la legislación en vigor. 

2. La Subsecretaría del Ministerio de la Presidencia, en coordinación con la Secretaría General de la Presidencia del 
Gobierno, ejercerá las competencias propias de los servicios comunes de los Departamentos en relación con el área 
de la Presidencia del Gobierno. 

3. Los Subsecretarios serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros a propuesta del titular 
del Ministerio. 

Los nombramientos habrán de efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o 
de las Entidades locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a que se refiere el artículo 76 de la Ley 7/2007, de 12 de 
abril, por el que se aprueba el Estatuto Básico del Empleado Público. En todo caso, habrán de reunir los requisitos de 
idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración 
General del Estado. 

Artículo 64. Los Secretarios generales. 

1. Cuando las normas que regulan la estructura de un Ministerio prevean la existencia de un Secretario general, 
deberán determinar las competencias que le correspondan sobre un sector de actividad administrativa determinado. 

2. Los Secretarios generales ejercen las competencias inherentes a su responsabilidad de dirección sobre los órganos 
dependientes, contempladas en el artículo 62.2.b), así como todas aquellas que les asigne expresamente el Real 
Decreto de estructura del Ministerio. 

3. Los Secretarios generales, con categoría de Subsecretario, serán nombrados y separados por Real Decreto del 
Consejo de Ministros, a propuesta del titular del Ministerio o del Presidente del Gobierno. 

Los nombramientos habrán de efectuarse entre personas con cualificación y experiencia en el desempeño de puestos 
de responsabilidad en la gestión pública o privada. En todo caso, habrán de reunir los requisitos de idoneidad 
establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del 
Estado. 

Artículo 65. Los Secretarios generales técnicos. 

1. Los Secretarios generales técnicos, bajo la inmediata dependencia del Subsecretario, tendrán las competencias 
sobre servicios comunes que les atribuya el Real Decreto de estructura del Departamento y, en todo caso, las relativas 
a producción normativa, asistencia jurídica y publicaciones. 

2. Los Secretarios generales técnicos tienen a todos los efectos la categoría de Director General y ejercen sobre sus 
órganos dependientes las facultades atribuidas a dicho órgano por el artículo siguiente. 

3. Los Secretarios generales técnicos serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros a 
propuesta del titular del Ministerio. 

Los nombramientos habrán de efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o 
de las Entidades locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a que se refiere el artículo 76 de la Ley 7/2007, de 12 de 
abril. En todo caso, habrán de reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, 
reguladora del ejercicio de alto cargo de la Administración General del Estado. 

Artículo 66. Los Directores generales. 

1. Los Directores generales son los titulares de los órganos directivos encargados de la gestión de una o varias áreas 
funcionalmente homogéneas del Ministerio. A tal efecto, les corresponde: 

a) Proponer los proyectos de su Dirección general para alcanzar los objetivos establecidos por el Ministro, dirigir su 
ejecución y controlar su adecuado cumplimiento. 

b) Ejercer las competencias atribuidas a la Dirección general y las que le sean desconcentradas o delegadas. 
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c) Proponer, en los restantes casos, al Ministro o al titular del órgano del que dependa, la resolución que estime 
procedente sobre los asuntos que afectan al órgano directivo. 

d) Impulsar y supervisar las actividades que forman parte de la gestión ordinaria del órgano directivo y velar por el 
buen funcionamiento de los órganos y unidades dependientes y del personal integrado en los mismos. 

e) Las demás atribuciones que le confieran las leyes y reglamentos. 

2. Los Directores generales serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, a propuesta del 
titular del Departamento o del Presidente del Gobierno. 

Los nombramientos habrán de efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o 
de las Entidades locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a que se refiere el artículo 76 de la Ley 7/2007, de 12 de 
abril, salvo que el Real Decreto de estructura permita que, en atención a las características específicas de las funciones 
de la Dirección General, su titular no reúna dicha condición de funcionario, debiendo motivarse mediante memoria 
razonada la concurrencia de las especiales características que justifiquen esa circunstancia excepcional. En todo caso, 
habrán de reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio 
del alto cargo de la Administración General del Estado. 

Artículo 67. Los Subdirectores generales. 

1. Los Subdirectores generales son los responsables inmediatos, bajo la supervisión del Director general o del titular 
del órgano del que dependan, de la ejecución de aquellos proyectos, objetivos o actividades que les sean asignados, 
así como de la gestión ordinaria de los asuntos de la competencia de la Subdirección General. 

2. Los Subdirectores generales serán nombrados, respetando los principios de igualdad, mérito y capacidad, y cesados 
por el Ministro, Secretario de Estado o Subsecretario del que dependan. 

Los nombramientos habrán de efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, o de otras Administraciones, 
cuando así lo prevean las normas de aplicación, pertenecientes al Subgrupo A1, a que se refiere el artículo 76 de la 
Ley 7/2007, de 12 de abril. 

2.3. Órganos territoriales 

2.3.1. La organización territorial de la Administración General del Estado 

Artículo 69. Las Delegaciones y las Subdelegaciones del Gobierno. 

1. Existirá una Delegación del Gobierno en cada una de las Comunidades Autónomas. 

2. Las Delegaciones del Gobierno tendrán su sede en la localidad donde radique el Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma, salvo que el Consejo de Ministros acuerde ubicarla en otra distinta y sin perjuicio de lo que 
disponga expresamente el Estatuto de Autonomía. 

3. Las Delegaciones del Gobierno están adscritas orgánicamente al Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas. 

4. En cada una de las provincias de las Comunidades Autónomas pluriprovinciales, existirá un Subdelegado del 
Gobierno, que estará bajo la inmediata dependencia del Delegado del Gobierno. 

Podrán crearse por Real Decreto Subdelegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas uniprovinciales, 
cuando circunstancias tales como la población del territorio, el volumen de gestión o sus singularidades geográficas, 
sociales o económicas así lo justifiquen. 

Artículo 70. Los Directores Insulares de la Administración General del Estado. 

Reglamentariamente se determinarán las islas en las que existirá un Director Insular de la Administración General del 
Estado, con el nivel que se determine en la relación de puestos de trabajo. Serán nombrados por el Delegado del 



91 

Gobierno mediante el procedimiento de libre designación entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades 
Autónomas o de las Entidades Locales, pertenecientes a Cuerpos o Escalas clasificados como Subgrupo A1. 

Los Directores Insulares dependen jerárquicamente del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma o del 
Subdelegado del Gobierno en la provincia, cuando este cargo exista, y ejercen, en su ámbito territorial, las 
competencias atribuidas por esta Ley a los Subdelegados del Gobierno en las provincias. 

Artículo 71. Los servicios territoriales. 

1. Los servicios territoriales de la Administración General del Estado en la Comunidad Autónoma se organizarán 
atendiendo al mejor cumplimiento de sus fines, en servicios integrados y no integrados en las Delegaciones del 
Gobierno. 

2. La organización de los servicios territoriales no integrados en las Delegaciones del Gobierno se establecerá 
mediante Real Decreto a propuesta conjunta del titular del Ministerio del que dependan y del titular del Ministerio que 
tenga atribuida la competencia para la racionalización, análisis y evaluación de las estructuras organizativas de la 
Administración General del Estado y sus organismos públicos, cuando contemple unidades con nivel de Subdirección 
General o equivalentes, o por Orden conjunta cuando afecte a órganos inferiores. 

3. Los servicios territoriales no integrados dependerán del órgano central competente sobre el sector de actividad en 
el que aquéllos operen, el cual les fijará los objetivos concretos de actuación y controlará su ejecución, así como el 
funcionamiento de los servicios. 

4. Los servicios territoriales integrados dependerán del Delegado del Gobierno, o en su caso Subdelegado del 
Gobierno, a través de la Secretaría General, y actuarán de acuerdo con las instrucciones técnicas y criterios operativos 
establecidos por el Ministerio competente por razón de la materia. 

2.3.2. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas 

Artículo 72. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas. 

1. Los Delegados del Gobierno representan al Gobierno de la Nación en el territorio de la respectiva Comunidad 
Autónoma, sin perjuicio de la representación ordinaria del Estado en las mismas a través de sus respectivos 
Presidentes. 

2. Los Delegados del Gobierno dirigirán y supervisarán la Administración General del Estado en el territorio de las 
respectivas Comunidades Autónomas y la coordinarán, internamente y cuando proceda, con la administración propia 
de cada una de ellas y con la de las Entidades Locales radicadas en la Comunidad. 

3. Los Delegados del Gobierno son órganos directivos con rango de Subsecretario que dependen orgánicamente del 
Presidente del Gobierno y funcionalmente del Ministerio competente por razón de la materia. 

4. Los Delegados del Gobierno serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, a propuesta 
del Presidente del Gobierno. Su nombramiento atenderá a criterios de competencia profesional y experiencia. En todo 
caso, deberá reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio 
del alto cargo de la Administración General del Estado. 

5. En caso de ausencia, vacante o enfermedad del titular de la Delegación del Gobierno, será suplido por el 
Subdelegado del Gobierno que el Delegado designe y, en su defecto, al de la provincia en que tenga su sede. En las 
Comunidades Autónomas uniprovinciales en las que no exista Subdelegado la suplencia corresponderá al Secretario 
General. 

Artículo 73. Competencias de los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas. 

1. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas son los titulares de las correspondientes Delegaciones 
del Gobierno y tienen, en los términos establecidos en este Capítulo, las siguientes competencias: 

a) Dirección y coordinación de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos: 
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1.º Impulsar, coordinar y supervisar con carácter general su actividad en el territorio de la Comunidad Autónoma, y, 
cuando se trate de servicios integrados, dirigirla, directamente o a través de los subdelegados del gobierno, de acuerdo 
con los objetivos y, en su caso, instrucciones de los órganos superiores de los respectivos ministerios. 

2.º Nombrar a los Subdelegados del Gobierno en las provincias de su ámbito de actuación y, en su caso, a los 
Directores Insulares, y como superior jerárquico, dirigir y coordinar su actividad. 

3.º Informar, con carácter preceptivo, las propuestas de nombramiento de los titulares de órganos territoriales de la 
Administración General del Estado y los Organismos públicos estatales de ámbito autonómico y provincial en la 
Delegación del Gobierno. 

b) Información de la acción del Gobierno e información a los ciudadanos: 

1.º Coordinar la información sobre los programas y actividades del Gobierno y la Administración General del Estado y 
sus Organismos públicos en la Comunidad Autónoma. 

2.º Promover la colaboración con las restantes Administraciones Públicas en materia de información al ciudadano. 

3.º Recibir información de los distintos Ministerios de los planes y programas que hayan de ejecutar sus respectivos 
servicios territoriales y Organismos públicos en su ámbito territorial. 

4.º Elevar al Gobierno, con carácter anual, a través del titular del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
un informe sobre el funcionamiento de los servicios públicos estatales en el ámbito autonómico. 

c) Coordinación y colaboración con otras Administraciones Públicas: 

1.º Comunicar y recibir cuanta información precisen el Gobierno y el órgano de Gobierno de la Comunidad Autónoma. 
Realizará también estas funciones con las Entidades Locales en su ámbito territorial, a través de sus respectivos 
Presidentes. 

2.º Mantener las necesarias relaciones de coordinación y cooperación de la Administración General del Estado y sus 
Organismos públicos con la de la Comunidad Autónoma y con las correspondientes Entidades Locales. A tal fin, 
promoverá la celebración de convenios con la Comunidad Autónoma y con las Entidades Locales, en particular, en 
relación a los programas de financiación estatal, participando en el seguimiento de la ejecución y cumplimiento de los 
mismos. 

3.º Participar en las Comisiones mixtas de transferencias y en las Comisiones bilaterales de cooperación, así como en 
otros órganos de cooperación de naturaleza similar cuando se determine. 

d) Control de legalidad: 

1.º Resolver los recursos en vía administrativa interpuestos contra las resoluciones y actos dictados por los órganos 
de la Delegación, previo informe, en todo caso, del Ministerio competente por razón de la materia. 

Las impugnaciones de resoluciones y actos del Delegado del Gobierno susceptibles de recurso administrativo y que 
no pongan fin a la vía administrativa, serán resueltas por los órganos correspondientes del Ministerio competente por 
razón de la materia. 

Las reclamaciones por responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas se tramitarán por el Ministerio 
competente por razón de la materia y se resolverán por el titular de dicho Departamento. 

2.º Suspender la ejecución de los actos impugnados dictados por los órganos de la Delegación del Gobierno, cuando 
le corresponda resolver el recurso, de acuerdo con el artículo 117.2 de la Ley del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, y proponer la suspensión en los restantes casos, así como respecto de los actos 
impugnados dictados por los servicios no integrados en la Delegación del Gobierno. 

3.º Velar por el cumplimiento de las competencias atribuidas constitucionalmente al Estado y por la correcta aplicación 
de su normativa, promoviendo o interponiendo, según corresponda, conflictos de jurisdicción, conflictos de 
atribuciones, recursos y demás acciones legalmente procedentes. 
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e) Políticas públicas: 

1.º Formular a los Ministerios competentes, en cada caso, las propuestas que estime convenientes sobre los objetivos 
contenidos en los planes y programas que hayan de ejecutar los servicios territoriales y los de los Organismos públicos, 
e informar, regular y periódicamente, a los Ministerios competentes sobre la gestión de sus servicios territoriales. 

2.º Proponer ante el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas las medidas precisas para evitar la duplicidad 
de estructuras administrativas, tanto en la propia Administración General del Estado como con otras Administraciones 
Públicas, conforme a los principios de eficacia y eficiencia. 

3.º Proponer al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas medidas para incluir en los planes de recursos 
humanos de la Administración General del Estado. 

4.º Informar las medidas de optimización de recursos humanos y materiales en su ámbito territorial, especialmente las 
que afecten a más de un Departamento. En particular, corresponde a los Delegados del Gobierno, en los términos 
establecidos en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, la coordinación 
de la utilización de los edificios de uso administrativo por la organización territorial de la Administración General del 
Estado y de los organismos públicos de ella dependientes en su ámbito territorial, de acuerdo con las directrices 
establecidas por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y la Dirección General del Patrimonio del 
Estado. 

2. Asimismo, los Delegados del Gobierno ejercerán la potestad sancionadora, expropiatoria y cualesquiera otras que 
les confieran las normas o que les sean desconcentradas o delegadas. 

3. Corresponde a los Delegados del Gobierno proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la 
seguridad ciudadana, a través de los Subdelegados del Gobierno y de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad del Estado, 
cuya jefatura corresponderá al Delegado del Gobierno, quien ejercerá las competencias del Estado en esta materia 
bajo la dependencia funcional del Ministerio del Interior. 

4. En relación con los servicios territoriales, los Delegados del Gobierno, para el ejercicio de las competencias 
recogidas en este artículo, podrán recabar de los titulares de dichos servicios toda la información relativa a su actividad, 
estructuras organizativas, recursos humanos, inventarios de bienes muebles e inmuebles o a cualquier otra materia o 
asunto que consideren oportuno al objeto de garantizar una gestión coordinada y eficaz de los servicios estatales en 
el territorio. 

2.3.3. Los Subdelegados del Gobierno en las provincias 

Artículo 74. Los Subdelegados del Gobierno en las provincias. 

En cada provincia y bajo la inmediata dependencia del Delegado del Gobierno en la respectiva Comunidad Autónoma, 
existirá un Subdelegado del Gobierno, con nivel de Subdirector General, que será nombrado por aquél mediante el 
procedimiento de libre designación entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las 
Entidades Locales, pertenecientes a Cuerpos o Escalas clasificados como Subgrupo A1. 

En las Comunidades Autónomas uniprovinciales en las que no exista Subdelegado, el Delegado del Gobierno asumirá 
las competencias que esta Ley atribuye a los Subdelegados del Gobierno en las provincias. 

Artículo 75. Competencias de los Subdelegados del Gobierno en las provincias. 

A los Subdelegados del Gobierno les corresponde: 

a) Desempeñar las funciones de comunicación, colaboración y cooperación con la respectiva Comunidad Autónoma y 
con las Entidades Locales y, en particular, informar sobre la incidencia en el territorio de los programas de financiación 
estatal. En concreto les corresponde: 

1.º Mantener las necesarias relaciones de cooperación y coordinación de la Administración General del Estado y sus 
Organismos públicos con la de la Comunidad Autónoma y con las correspondientes Entidades locales en el ámbito de 
la provincia. 
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2.º Comunicar y recibir cuanta información precisen el Gobierno y el órgano de Gobierno de la Comunidad Autónoma. 
Realizará también estas funciones con las Entidades locales en su ámbito territorial, a través de sus respectivos 
Presidentes. 

b) Proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades, garantizando la seguridad ciudadana, todo ello dentro de las 
competencias estatales en la materia. A estos efectos, dirigirá las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en la 
provincia. 

c) Dirigir y coordinar la protección civil en el ámbito de la provincia. 

d) Dirigir, en su caso, los servicios integrados de la Administración General del Estado, de acuerdo con las instrucciones 
del Delegado del Gobierno y de los Ministerios correspondientes; e impulsar, supervisar e inspeccionar los servicios 
no integrados. 

e) Coordinar la utilización de los medios materiales y, en particular, de los edificios administrativos en el ámbito 
territorial de su competencia. 

f) Ejercer la potestad sancionadora y cualquier otra que les confiera las normas o que les sea desconcentrada o 
delegada. 

2.3.4. La estructura de las delegaciones del gobierno 

Artículo 76. Estructura de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno. 

1. La estructura de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno se fijará por Real Decreto del Consejo de 
Ministros a propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en razón de la dependencia orgánica 
de las Delegaciones del Gobierno, y contarán, en todo caso, con una Secretaría General, dependiente de los 
Delegados o, en su caso, de los Subdelegados del Gobierno, como órgano de gestión de los servicios comunes, y de 
la que dependerán los distintos servicios integrados en la misma, así como aquellos otros servicios y unidades que se 
determine en la relación de puestos de trabajo. 

2. La integración de nuevos servicios territoriales o la desintegración de servicios territoriales ya integrados en las 
Delegaciones del Gobierno, se llevará a cabo mediante Real Decreto de Consejo de Ministros, a propuesta del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en razón de la dependencia orgánica de las Delegaciones del 
Gobierno, y del Ministerio competente del área de actividad. 

Artículo 77. Asistencia jurídica y control económico financiero de las Delegaciones y Subdelegaciones del 
Gobierno. 

La asistencia jurídica y las funciones de intervención y control económico financiero en relación con las Delegaciones 
y Subdelegaciones del Gobierno se ejercerán por la Abogacía del Estado y la Intervención General de la Administración 
del Estado respectivamente, de acuerdo con su normativa específica. 

2.3.5. Órganos colegiados 

Artículo 78. La Comisión interministerial de coordinación de la Administración periférica del Estado. 

1. La Comisión interministerial de coordinación de la Administración periférica del Estado es un órgano colegiado, 
adscrito al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 

2. La Comisión interministerial de coordinación de la Administración periférica del Estado se encargará de coordinar la 
actuación de la Administración periférica del Estado con los distintos Departamentos ministeriales. 

3. Mediante Real Decreto se regularán sus atribuciones, composición y funcionamiento. 
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Artículo 79. Los órganos colegiados de asistencia al Delegado y al Subdelegado del Gobierno. 

1. En cada una de las Comunidades Autónomas pluriprovinciales existirá una Comisión territorial de asistencia al 
Delegado del Gobierno, con las siguientes características: 

a) Estará presidida por el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma e integrada por los Subdelegados del 
Gobierno en las provincias comprendidas en el territorio de ésta. 

b) A sus sesiones deberán asistir los titulares de los órganos y servicios territoriales, tanto integrados como no 
integrados, que el Delegado del Gobierno considere oportuno. 

c) Esta Comisión desarrollará, en todo caso, las siguientes funciones: 

1.º Coordinar las actuaciones que hayan de ejecutarse de forma homogénea en el ámbito de la Comunidad Autónoma, 
para asegurar el cumplimiento de los objetivos generales fijados por el Gobierno a los servicios territoriales. 

2.º Homogeneizar el desarrollo de las políticas públicas en su ámbito territorial, a través del establecimiento de criterios 
comunes de actuación que habrán de ser compatibles con las instrucciones y objetivos de los respectivos 
departamentos ministeriales. 

3.º Asesorar al Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma en la elaboración de las propuestas de 
simplificación administrativa y racionalización en la utilización de los recursos. 

4.º Cualesquiera otras que a juicio del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma resulten adecuadas para 
que la Comisión territorial cumpla la finalidad de apoyo y asesoramiento en el ejercicio de las competencias que esta 
Ley le asigna. 

2. En las Comunidades Autónomas uniprovinciales existirá una Comisión de asistencia al Delegado del Gobierno, 
presidida por él mismo e integrada por el Secretario General y los titulares de los órganos y servicios territoriales, tanto 
integrados como no integrados, que el Delegado del Gobierno considere oportuno, con las funciones señaladas en el 
apartado anterior. 

3. En cada Subdelegación del Gobierno existirá una Comisión de asistencia al Subdelegado del Gobierno presidida 
por él mismo e integrada por el Secretario General y los titulares de los órganos y servicios territoriales, tanto integrados 
como no integrados, que el Subdelegado del Gobierno considere oportuno, con las funciones señaladas en el apartado 
primero, referidas al ámbito provincial. 

3. Organización y funcionamiento del sector público institucional 

Artículo 81. Principios generales de actuación. 

1. Las entidades que integran el sector público institucional están sometidas en su actuación a los principios de 
legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera así como al principio de transparencia en su 
gestión. En particular se sujetarán en materia de personal, incluido el laboral, a las limitaciones previstas en la 
normativa presupuestaria y en las previsiones anuales de los presupuestos generales. 

2. Todas las Administraciones Públicas deberán establecer un sistema de supervisión continua de sus entidades 
dependientes, con el objeto de comprobar la subsistencia de los motivos que justificaron su creación y su sostenibilidad 
financiera, y que deberá incluir la formulación expresa de propuestas de mantenimiento, transformación o extinción. 

3. Los organismos y entidades vinculados o dependientes de la Administración autonómica y local se regirán por las 
disposiciones básicas de esta ley que les resulten de aplicación, y en particular, por lo dispuesto en los Capítulos I y 
IV y en los artículos 129 y 134, así como por la normativa propia de la Administración a la que se adscriban. 
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Artículo 82. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local. 

1. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, se configura como un registro público 
administrativo que garantiza la información pública y la ordenación de todas las entidades integrantes del sector público 
institucional cualquiera que sea su naturaleza jurídica. 

La integración y gestión de dicho Inventario y su publicación dependerá de la Intervención General de la Administración 
del Estado y la captación y el tratamiento de la información enviada por las Comunidades Autónomas y las Entidades 
locales para la formación y mantenimiento del inventario dependerá de la Secretaría General de Coordinación 
Autonómica y Local. 

2. El Inventario de Entidades del Sector Público contendrá, al menos, información actualizada sobre la naturaleza 
jurídica, finalidad, fuentes de financiación, estructura de dominio, en su caso, la condición de medio propio, regímenes 
de contabilidad, presupuestario y de control así como la clasificación en términos de contabilidad nacional, de cada 
una de las entidades integrantes del sector público institucional. 

3. Al menos, la creación, transformación, fusión o extinción de cualquier entidad integrante del sector público 
institucional, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, será inscrita en el Inventario de Entidades del Sector Público 
Estatal, Autonómico y Local. 

3.1. Organización y funcionamiento del sector público institucional estatal 

Artículo 84. Composición y clasificación del sector público institucional estatal. 

1. Integran el sector público institucional estatal las siguientes entidades: 

a) Los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los cuales se clasifican 
en: 

1.º Organismos autónomos. 

2.º Entidades Públicas Empresariales. 

b) Las autoridades administrativas independientes. 

c) Las sociedades mercantiles estatales. 

d) Los consorcios. 

e) Las fundaciones del sector público. 

f) Los fondos sin personalidad jurídica. 

g) Las universidades públicas no transferidas. 

2. La Administración General del Estado o entidad integrante del sector público institucional estatal no podrá, por sí 
misma ni en colaboración con otras entidades públicas o privadas, crear, ni ejercer el control efectivo, directa ni 
indirectamente, sobre ningún otro tipo de entidad distinta de las enumeradas en este artículo, con independencia de 
su naturaleza y régimen jurídico. 

Lo dispuesto en este apartado no será de aplicación a la participación del Estado en organismos internacionales o 
entidades de ámbito supranacional, ni a la participación en los organismos de normalización y acreditación nacionales. 

3. Las universidades públicas no transferidas se regirán por lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre que 
les sea de aplicación y lo dispuesto en esta ley en lo que no previsto en su normativa específica. 
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3.1.1. Organismos públicos estatales

Artículo 88. Definición y actividades propias. 

Son organismos públicos dependientes o vinculados a la Administración General del Estado, bien directamente o bien 
a través de otro organismo público, los creados para la realización de actividades administrativas, sean de fomento, 
prestación o de gestión de servicios públicos o de producción de bienes de interés público susceptibles de 
contraprestación; actividades de contenido económico reservadas a las Administraciones Públicas; así como la 
supervisión o regulación de sectores económicos, y cuyas características justifiquen su organización en régimen de 
descentralización funcional o de independencia. 

Artículo 91. Creación de organismos públicos estatales. 

1. La creación de los organismos públicos se efectuará por Ley. 

2. La Ley de creación establecerá: 

a) El tipo de organismo público que crea, con indicación de sus fines generales, así como el Departamento de 
dependencia o vinculación. 

b) En su caso, los recursos económicos, así como las peculiaridades de su régimen de personal, de contratación, 
patrimonial, fiscal y cualesquiera otras que, por su naturaleza, exijan norma con rango de Ley. 

3. El anteproyecto de ley de creación del organismo público que se eleve al Consejo de Ministros deberá ser 
acompañado de una propuesta de estatutos y de un plan inicial de actuación, junto con el informe preceptivo favorable 
del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas que valorará el cumplimiento de lo previsto en este artículo. 

3.1.2. Organismos autónomos estatales 

Artículo 98. Definición. 

1. Los organismos autónomos son entidades de derecho público, con personalidad jurídica propia, tesorería y 
patrimonio propios y autonomía en su gestión, que desarrollan actividades propias de la Administración Pública, tanto 
actividades de fomento, prestacionales, de gestión de servicios públicos o de producción de bienes de interés público, 
susceptibles de contraprestación, en calidad de organizaciones instrumentales diferenciadas y dependientes de ésta. 

2. Los organismos autónomos dependen de la Administración General del Estado a la que corresponde su dirección 
estratégica, la evaluación de los resultados de su actividad y el control de eficacia. 

3.1.3. Las entidades públicas empresariales de ámbito estatal 

Artículo 103. Definición. 

1. Las entidades públicas empresariales son entidades de Derecho público, con personalidad jurídica propia, 
patrimonio propio y autonomía en su gestión, que se financian mayoritariamente con ingresos de mercado y que junto 
con el ejercicio de potestades administrativas desarrollan actividades prestacionales, de gestión de servicios o de 
producción de bienes de interés público, susceptibles de contraprestación. 

2. Las entidades públicas empresariales dependen de la Administración General del Estado o de un Organismo 
autónomo vinculado o dependiente de ésta, al que le corresponde la dirección estratégica, la evaluación de los 
resultados de su actividad y el control de eficacia. 
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3.1.4. Las autoridades administrativas independientes de ámbito estatal

Artículo 109. Definición. 

1. Son autoridades administrativas independientes de ámbito estatal las entidades de derecho público que, vinculadas 
a la Administración General del Estado y con personalidad jurídica propia, tienen atribuidas funciones de regulación o 
supervisión de carácter externo sobre sectores económicos o actividades determinadas, por requerir su desempeño 
de independencia funcional o una especial autonomía respecto de la Administración General del Estado, lo que deberá 
determinarse en una norma con rango de Ley. 

2. Las autoridades administrativas independientes actuarán, en el desarrollo de su actividad y para el cumplimiento de 
sus fines, con independencia de cualquier interés empresarial o comercial. 

Artículo 110. Régimen jurídico. 

1. Las autoridades administrativas independientes se regirán por su Ley de creación, sus estatutos y la legislación 
especial de los sectores económicos sometidos a su supervisión y, supletoriamente y en cuanto sea compatible con 
su naturaleza y autonomía, por lo dispuesto en esta Ley, en particular lo dispuesto para organismos autónomos, la Ley 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, el 
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, así como el resto de las 
normas de derecho administrativo general y especial que le sea de aplicación. En defecto de norma administrativa, se 
aplicará el derecho común. 

3.1.5. De las sociedades mercantiles estatales 

Artículo 111. Definición. 

1. Se entiende por sociedad mercantil estatal aquella sociedad mercantil sobre la que se ejerce control estatal: 

a) Bien porque la participación directa, en su capital social de la Administración General del Estado o alguna de las 
entidades que, conforme a lo dispuesto en el artículo 84, integran el sector público institucional estatal, incluidas las 
sociedades mercantiles estatales, sea superior al 50 por 100. Para la determinación de este porcentaje, se sumarán 
las participaciones correspondientes a la Administración General del Estado y a todas las entidades integradas en el 
sector público institucional estatal, en el caso de que en el capital social participen varias de ellas. 

b) Bien porque la sociedad mercantil se encuentre en el supuesto previsto en el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de 
julio, del Mercado de Valores respecto de la Administración General del Estado o de sus organismos públicos 
vinculados o dependientes. 

Artículo 114. Creación y extinción. 

1. La creación de una sociedad mercantil estatal o la adquisición de este carácter de forma sobrevenida será autorizada 
mediante acuerdo del Consejo de Ministros que deberá ser acompañado de una propuesta de estatutos y de un plan 
de actuación  

3.1.6. De los consorcios 

Artículo 118. Definición y actividades propias. 

1. Los consorcios son entidades de derecho público, con personalidad jurídica propia y diferenciada, creadas por varias 
Administraciones Públicas o entidades integrantes del sector público institucional, entre sí o con participación de 
entidades privadas, para el desarrollo de actividades de interés común a todas ellas dentro del ámbito de sus 
competencias. 

2. Los consorcios podrán realizar actividades de fomento, prestacionales o de gestión común de servicios públicos y 
cuantas otras estén previstas en las leyes. 
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3. Los consorcios podrán utilizarse para la gestión de los servicios públicos, en el marco de los convenios de 
cooperación transfronteriza en que participen las Administraciones españolas, y de acuerdo con las previsiones de los 
convenios internacionales ratificados por España en la materia. 

Artículo 119. Régimen jurídico. 

1. Los consorcios se regirán por lo establecido en esta Ley, en la normativa autonómica de desarrollo y sus estatutos. 

3.1.7. De las fundaciones del sector público estatal 

Artículo 128. Definición y actividades propias. 

1. Son fundaciones del sector público estatal aquellas que reúnan alguno de los requisitos siguientes: 

a) Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de la Administración General 
del Estado o cualquiera de los sujetos integrantes del sector público institucional estatal, o bien reciban dicha aportación 
con posterioridad a su constitución. 

b) Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por bienes o derechos aportados o 
cedidos por sujetos integrantes del sector público institucional estatal con carácter permanente. 

c) La mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes del sector público institucional 
estatal. 

2. Son actividades propias de las fundaciones del sector público estatal las realizadas, sin ánimo de lucro, para el 
cumplimiento de fines de interés general, con independencia de que el servicio se preste de forma gratuita o mediante 
contraprestación. 

Únicamente podrán realizar actividades relacionadas con el ámbito competencial de las entidades del sector público 
fundadoras, debiendo coadyuvar a la consecución de los fines de las mismas, sin que ello suponga la asunción de sus 
competencias propias, salvo previsión legal expresa. Las fundaciones no podrán ejercer potestades públicas. 

3. Para la financiación de las actividades y el mantenimiento de la fundación, debe haberse previsto la posibilidad de 
que en el patrimonio de las fundaciones del sector público pueda existir aportación del sector privado de forma no 
mayoritaria. 

Artículo 129. Régimen de adscripción de las fundaciones. 

1. Los estatutos de cada fundación determinarán la Administración Pública a la que estará adscrita de conformidad 
con lo previsto en este artículo 

Artículo 133. Creación de fundaciones del sector público estatal. 

1. La creación de las fundaciones del sector público estatal o la adquisición de este carácter de forma sobrevenida se 
realizará por ley que establecerá los fines de la fundación y, en su caso, los recursos económicos con los que se le 
dota.

2. El anteproyecto de ley de creación de una fundación del sector público estatal que se eleve al Consejo de Ministros 
deberá ser acompañado de una propuesta de estatutos y del plan de actuación, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 92, junto con el informe preceptivo favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas o la 
Intervención General de la Administración del Estado, según se determine reglamentariamente. 

3. Los estatutos de las fundaciones del sector público estatal se aprobarán por Real Decreto de Consejo de Ministros, 
a propuesta conjunta del titular del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y del Ministerio que ejerza el 
protectorado, que estará determinado en sus Estatutos. No obstante, por Acuerdo del Consejo de Ministros podrá 
modificarse el Ministerio al que se adscriba inicialmente la fundación. 
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3.1.8. De los fondos carentes de personalidad jurídica del sector público estatal

Artículo 137. Creación y extinción. 

1. La creación de fondos carentes de personalidad jurídica en el sector público estatal se efectuará por Ley. La norma 
de creación determinará expresamente su adscripción a la Administración General del Estado. 

2. Con independencia de su creación por Ley se extinguirán por norma de rango reglamentario. 

 


